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FECHA:		Jueves 09 de setiembre del 2010
HORA:	7:30 a.m.
LUGAR:	SALA DE REUNIONES DEL CONSEJO INSTITUCIONAL DEL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE COSTA RICA 
DIRECTORES
M.Sc. Eugenio Trejos Benavides		Rector y Presidente 
M.Sc. Rocío Poveda Picado 	Representante Comunidad Nacional
BQ. Grettel Castro Portuguez	Profesora del ITCR
Máster Claudia Zúñiga Vega	Profesora del ITCR
Ing. Nancy Hidalgo Dittel	Profesora del ITCR 
Ing. Jorge Chaves Arce	Profesor del ITCR 
Dra. Lilliana Harley Jiménez	Funcionaria Administrativa del ITCR
Ing. Alexander Valerín Castro	Funcionario Administrativo del ITCR
Srita. Andrea Navas Asturias 	Estudiante del ITCR
Srita. Carol Chaves Castillo	Estudiante del ITCR
Sr. Manfred Rivera Redondo	Estudiante del ITCR 
Ing. Carlos Roberto Acuña Esquivel 	Egresado del ITCR

AUSENTES: 
Ing. Dennis Mora Mora	Egresado del ITCR (Ausencia justificada)

FUNCIONARIOS
Licda. Bertalía Sánchez Salas	Directora Ejecutiva de la Secretaría 
	del Consejo Institucional
Lic. Isidro Álvarez Salazar	Auditor Interno
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Se inicia la Sesión a las 8:05 a.m., con la presencia del MSc. Eugenio Trejos, quien preside, Srita. Andrea Navas, Srita. Carol Chaves, BQ. Grettel Castro, Ing. Nancy Hidalgo, MSc. Claudia Zúñiga, Dra. Lilliana Harley, MSc. Jorge Chaves, Ing. Alexander Valerín, Ing. Carlos Roberto Acuña y el Lic. Isidro Álvarez S. 
El señor Eugenio Trejos justifica la ausencia del señor Dennis Mora y en su lugar asiste el señor Carlos Roberto Acuña.
ASUNTOS DE TRÁMITE
ARTÍCULO 1.	Aprobación de la agenda
El señor Eugenio Trejos somete a consideración de los miembros del Consejo, la agenda del día.
La señora Grettel Castro solicita incluir un punto de agenda denominado: “Modificación al inciso b, punto 7 de los Lineamientos para la Ejecución del Presupuesto 1999”. 
El señor Eugenio Trejos señala que ese punto se incorporará  como punto 13. 
El señor Jorge Chaves solicita eliminar el punto 11 de la agenda denominado: “Solicitud de elaboración de una propuesta de Reglamento del Fondo de Apoyo a la Vinculación” 
Se somete a consideración de los miembros del Consejo, la agenda modificada  y se obtiene el siguiente resultado: 9 votos a favor 1 en contra. 
El señor Carlos Roberto Acuña justifica su voto en contra por no estar juramentado.
Por lo tanto, la agenda queda de la siguiente manera:
ASUNTOS DE TRÁMITE
Asistencia:
1. Aprobación de Agenda
2. Juramentación del Ing. Carlos Roberto Acuña Esquivel, como Representante suplente de los Egresados del ITCR (A cargo de la Presidencia)
3. Aprobación del Acta No. 2677 
4. Informe de Correspondencia (documento anexo)
5. Entrega de Seguimiento de la Ejecución de los Acuerdos tomados por el Consejo Institucional, al 31 de agosto del 2010
6. Informes de Rectoría
7. Propuestas de Comisiones
8. Propuestas de miembros del Consejo Institucional
9. Informe sobre Moción de Fondo sobre la propuesta “Lineamientos y Reglamento para la vinculación remunerada externa con la coadyuvancia de la Fundatec, presentada ante la Asamblea Institucional Representativa (A cargo de la Comisión de Vinculación Externa Remunerada)
ASUNTOS DE FONDO
10. Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio contra el acuerdo del Consejo Institucional tomado en Sesión Ordinaria No. 2673, Art. 9, de 95 de agosto del 2010 “Modificación del Artículo 39 del Estatuto Orgánico, relativa a la “participación del director/a del Centro de Desarrollo Académico en el Consejo de Docencia”. Segunda Discusión (A cargo de la Comisión de Estatuto Orgánico)
11. Licitación Pública No. 2010LN-000001-APITCR “Adquisición de Equipo de Cómputo” (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración) 
12. Creación de un fondo para mantener equipo de cómputo en caso de contingencia (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
13. Modificación al inciso b, punto 7 de los Lineamientos para la Ejecución del Presupuesto 1999 (A cargo de la Comisión de Planificación y Administración)
14. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre Proyecto de Ley “Adición de varios párrafos al artículo 4 de la LGAP’ sobre transparencia institucional y resguardo efectivo del derecho de petición, el derecho a la información, la rendición de cuentas y el deber de probidad), el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17531 (A cargo de la Presidencia)
15. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre “Proyecto de Ley de Competitividad del Estado Costarricense”, el cual se tramita bajo el Expediente  Legislativo No. 17.623
ASUNTOS DE FORO
16. Modelo de Gestión por Competencias Laborales en el ITCR, a presentar por la Dra. Hannia Rodríguez y la Máster Carolina Redondo 
ASUNTOS VARIOS
17. Varios
18. Definición puntos de agenda para la próxima sesión 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679.
ARTÍCULO 2.	Juramentación del Ing. Carlos Roberto Acuña Esquivel, como Representante suplente de los Egresados del ITCR
El señor Eugenio Trejos da la más cordial bienvenida al señor Carlos Roberto Acuña,  Representante Suplente ante el Consejo Institucional de la Federación de Egresados del ITCR, le manifiesta que siempre han sido muchos los aportes que los egresados pueden dar a este Órgano y le da la más cordial bienvenida a este órgano. De seguido le solicita levantar la mano derecha, para llevar a cabo la respectiva juramentación.   La cual dice:
“¿Juráis a Dios y prometéis a la Patria y al Instituto Tecnológico de Costa Rica observar y defender la Constitución y las leyes de la República, y cumplir fielmente los deberes encomendados por el Consejo Institucional?
Señor Carlos Roberto Acuña Esquivel
“Si, juro”
El señor Rector
“Si así lo hiciereis, Dios os ayude, y si no, Él, la Patria y la Institución os lo demanden”.
ARTÍCULO 3.	Aprobación del Acta No. 2677
Se somete a votación el Acta de la Sesión No. 2677 y se obtiene el siguiente resultado: 8 votos a favor, 2 en contra, y se incorporan las modificaciones externadas por los(as) miembros del Consejo Institucional. 
La señora  Claudia Zúñiga justifica su voto en contra por no haber estado presente en esa sesión. 
El señor Carlos Roberto Acuña solicita que conste en actas su voto en contra, debido a que no conoce el contenido del acta, en razón de que esta es su primera sesión como integrante del órgano.
NOTA: El señor Manfred Rivera ingresa a las 8:15 am.
ARTICULO 4.	Informe de Correspondencia  
Se da a conocer la correspondencia recibida por la Secretaría del Consejo Institucional, la cual incluye:  
Correspondencia remitida al Presidente del Consejo Institucional:
1. ASIEM-27-2010 Nota con fecha 31 de agosto de 2010, suscrita por la señorita Laura Barillas, Presidenta ASIEM, dirigida al M.Sc. Eugenio Trejos B., Presidente Consejo Institucional, en la cual remite acuerdo tomado por la asociación de estudiantes de Ingeniería en Mantenimiento Industrial, con respecto al plebiscito interno que sirva de posición oficial  respecto del Convenio del Fondo Especial para la Educación Superior para el año 2011-2015.  (SCI-938-08-2010). 
Se toma nota.  
2. AEPI-020-2010, Nota con fecha 30 de agosto de 2010, suscrita por  la señora Maria Gabriela Castro Madrigal, Presidenta de Asociación Estudiantes de Ingeniería en Producción Industrial, dirigida al  M.Sc. Eugenio Trejos B., Presidente Consejo Institucional, .en la  que remiten el acuerdo de la Asociación de la Escuela sobre la Negociación del FEES 2011-2015. (SCI-929-08-2010) 
Se toma nota.  
3. VIE-745-2010, Nota con fecha 02 de setiembre de 2010, suscrita por el Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Vicerrector Vicerrectoría de Investigación y Extensión, dirigida al  M.Sc. Eugenio Trejos B., Presidente Consejo Institucional,  en atención al criterio legal AL-419-10 referente al quórum  y proceso de votación por videoconferencia en órganos colegiados; solicita que se conforme una Comisión desde el Consejo Institucional para que trabaje en una propuesta para que los órganos colegiados puedan formar quórum y desarrollar demás actividades ligados a esta naturaleza mediante la utilización de videoconferencia  (SCI-942-08-2010) 
Se toma nota. Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles
4. VIE-749-2010, Nota con fecha 02 de setiembre de 2010, suscrita por el Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Vicerrector Vicerrectoría de Investigación y Extensión, dirigida al  M.Sc. Eugenio Trejos B., Presidente Consejo Institucional, .en la cual remite informe sobre Presupuesto Ordinario de la República para el 2011 y situación con el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnológicas CONICIT. (SCI-945-08-2010) 
Se toma nota.  Se traslada a Rectoría por ser materia presupuestaria
5. OPES-OF-224-2010-A, Nota con fecha 24 de agosto de 2010, suscrita por el señor Andrés Masis Bermúdez, Director de OPES, dirigida al  M.Sc. Eugenio Trejos B., Presidente Consejo Institucional, en relación con el oficio SCI-546-10 con fecha 05 de agosto del 2010, en el que acusa recibo del  acuerdo del Consejo Institucional relacionado con la aprobación de la modificación curricular de la carrera de Licenciatura en Ingeniería Agropecuaria Administrativa y su cambio de nombre a Licenciatura de Ingeniería en Agronegocios, se permite informar que esta Oficina toma nota de lo indicado.  (SCI-930-09-2010) 
Se toma nota. 
Correspondencia remitida al Consejo Institucional
6. CEDA-327-2010, Nota con fecha 31 de agosto de 2010, suscrita por  la señora Martha Quesada, Asesora del CEDA, dirigida a la Ing. Giannina Ortiz Q., Vicerrectora de Docencia, con copia al Consejo Institucional, en la cual remite respuesta a oficio SCI-605-2010, con respecto a solicitud de nombramiento de un representante en  la Comisión para formular una propuesta para la Implementación del Programa de Idoneidad Docente del ITCR. Informa que el señor Fabián Aguilar Cordero y su servidora serán los representantes del CEDA, solicita respetuosamente le indique la persona de esa  Vicerrectoría que formaría parte de esta Comisión, esto con el fin de iniciar el trabajo asignado con la mayor brevedad posible.(SCI-937-09-2010) 
Se toma nota.  Se toma nota en el Seguimiento de Acuerdos
7. CEDA-329-2010, Nota con fecha 31 de agosto de 2010, suscrita por  la señora Martha Quesada, Asesora del CEDA, dirigida a la Dra. Hannia Rodríguez Mora, Directora Departamento de Recursos Humanos,  en la cual remite respuesta a oficio SCI-605-2010, con respecto a solicitud de nombramiento de un representante en la Comisión para formular una propuesta para la Implementación del Programa de Idoneidad Docente del ITCR. Informa que el señor Fabián Aguilar Cordero y su servidora serán los representantes del CEDA, solicita respetuosamente le indique la persona de  ese Departamento que formaría parte de esta Comisión, esto con el fin de iniciar el trabajo asignado con la mayor brevedad posible. (SCI-936-09-2010) 
Se toma nota.  Se toma nota en el Seguimiento de Acuerdos
8. REG-OPI-024-2010  Nota con fecha 24 de agosto de 2010, suscrita por el MAE. Marcel Hernández Mora, Director Oficina de Planificación Institucional, dirigida a la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva Secretaría del Consejo Institucional, en la cual remite las observaciones solicitadas a Propuesta de Reglamento de Normas que Regulan la Responsabilidad en Caso de Accidentes. (SCI-940-09-2010) 
Se toma nota.  Se traslada a la Comisión de  Planificación y Administración
9. AUDI-AD-009-2010  Nota con fecha 01 de setiembre de 2010, suscrita por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigida al MAE. Jorge Luis Mena C., Vicerrector de Administración, con copia a miembros del Consejo Institucional, en la cual como parte del estudio que esa Auditoría Interna efectúo, sobre el Procedimiento seguido para la Firma del Convenio Específico de Colaboración entre el Instituto Tecnológico de Costa Rica y la Universidad de Galileo, Guatemala (AUDI-F-003-2010), remite el presente informe de advertencia, relacionado con un resultado en particular obtenido en la evaluación efectuada.   (SCI-932-09-2010). 
Se toma nota.  
10. AL-486-10  Nota con fecha 03 de setiembre de 2010, suscrita por el Lic. Carlos Segnini,  Director Asesoría Legal, dirigida  a la Licda. Bertalía Sánchez Directora Ejecutiva Secretaría del Consejo Institucional,  en la cual remite criterio legal sobre Proyecto de Ley denominado “Donación de Bienes entre Instituciones Públicas”. Siendo además que comparten la motivación del proyecto, en el sentido de agilizar el traspaso vía donación de bienes públicos, por la especial característica de que no ven afectada su naturaleza pública (SCI-944-09-2010). 
Se toma nota. Se traslada como futuro punto de agenda.
11. SCI-631-10  Nota con fecha 03 de setiembre de 2010, suscrita por la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva Secretaría Consejo Institucional, dirigida al Dr. Dagoberto Arias A., Vicerrector de Investigación y Extensión, al MBA. Jorge Mena C., Vicerrector de Administración, a la Ingra. Giannina Ortiz Q., Vicerrector de Docencia, a la Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de Vida Estudiantil y Servicios Académicos, al MBA. José Rafael Hidalgo, Director del Centro Académico, al M.Sc. Ólger Murillo, Director de la Sede Regional San Carlos con copia a miembros del Consejo Institucional, en la cual remite para consulta ante las instancias respectivas,  el “Proyecto de “Ley de Competitividad del Estado Costarricense”, Expediente No. 17.623  (SCI-943-09-2010). 
Se toma nota. 
12. SCI-637-10  Nota con fecha 06 de setiembre de 2010, suscrita por la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva Secretaría Consejo Institucional, dirigida al MBA. Jorge Mena C., Vicerrector de Administración, en la cual se remite recordatorio de los acuerdos pendientes por parte de esa Vicerrectoría, que requieren prioridad.  (SCI-946-09-2010). 
Se toma nota. 
13. NOTA SIN REFERENCIA DE INGENIERÍA FORESTAL  con fecha de recibido 02 de setiembre de 2010, suscrita por la señora Marilyn Marrow Villalobos Presidenta, y la señora Sofía Calvo Rodríguez, Vicepresidenta, Directorio Asociación de Estudiantes de Ingeniería Forestal, dirigida a miembros del Consejo Institucional, en la cual remiten el Informe de la Comisión para el pronunciamiento sobre el acuerdo FEES Gobierno-CONARE, de la Asociación de Estudiantes de Ingeniería Forestal.  (SCI-941-09-2010). 
Se toma nota. 
14. SCI-639-2010  Nota con fecha 07 de setiembre de 2010, suscrita por el M.Sc. Eugenio Trejos B., Presidente Consejo Institucional, dirigida al Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, con copia al Consejo Institucional, en la cual remite respuesta al oficio AUDI-AD-007-2010 “Advertencia para que se subsane deficiencia en el Libro de Actas No. 70, de las Sesiones del Consejo Institucional”  (SCI-947-08-2010). 
15. INVITACIÓN  con fecha de recibido 07 de setiembre de 2010, suscrita por la Comisión de  Regionalización Interuniversitaria Pacífico Sur-CRI-SUR, Agencia para el Desarrollo de la Región Huetar Norte, Ministerio de Salud Osa, Municipalidad de Osa, Asociación de Desarrollo Palmar Sur, Asociacion de Acueducto Palmar Sur, Centro de Vinculación ITCR, dirigida a miembros del Consejo Institucional, en la cual remiten invitación a todas las personas integrantes del C.I.,  a la charla “Encuentro Nacional de Zonas Económicas Especiales  (Región Huetar Norte, Cartago Osa) y Desarrollo Plan estratégico ZEE-OSA”,  a celebrarse en Palmar Sur (antiguo Club Americano Número Uno, Zona Americana), el lunes 4 de octubre del 2010, de 8:00 a.m. a 1:00 p.m. (SCI-950-09-2010). 
Se toma nota. Se les comunica a las personas miembros del Consejo Institucional
Correspondencia remitida a las Comisiones y a personas integrantes del Consejo Institucional
16. R-839-2010 Nota con fecha 26 de agosto de 2010, suscrita por el M.Sc. Eugenio Trejos B., Rector, dirigida a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración  Consejo Institucional, en la cual solicita una prórroga al 10 de setiembre, para atender información solicitada sobre  un histórico de masa salarial ejecutada de los últimos cinco años. (SCI-935-09-2010). 
Se toma nota. 
17. VAD-252-2010 Nota con fecha 31 de agosto de 2010, suscrita por el  MAE. Jorge Mena,  Vicerrector de Administración, dirigida a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora Comisión de Planificación y Administración  Consejo Institucional, en la cual remite para análisis la Licitación Pública No. 2010LN-000004-APITCR “Readecuación Sísmica y Remodelación del Edificio de Arquitectura, Centro Académico de San José”.   (SCI-933-09-2010). 
Se toma nota. 
18. ViDa-1057-2010 Nota con fecha 31 de agosto de 2010, suscrita por la Ing. Giannina Ortiz, Presidenta Consejo Permanente de Estudios de Posgrado dirigida a miembros de la Comisión de Vinculación Externa Remunerada  del Consejo Institucional, en la cual remite la recomendaciones a la propuesta Lineamientos de Vinculación TEC-Fundatec (SCI-928-08-2010). 
Se toma nota. 
ADDENDUM DE CORRESPONDENCIA
19. AUDI-264-2010  Nota con fecha 07 de setiembre de 2010, suscrita por el Lic. Isidro Álvarez S., Auditor Interno, dirigida al MAE. Jorge Luis Mena C., Vicerrector de Administración, con copia a miembros del Consejo Institucional, en la cual remite el Informe AUDI-F-005-2010 que contiene los resultados del informe sobre los gastos por concepto de horas extras y viáticos generados en beneficio del funcionario Jorge Eliecer Masís Navarro, durante los periodos 2006, 2007 y 2008. (SCI-951-09-2010). 
Se toma nota. 
20. FEPETEC-2010  Nota con fecha 07 de setiembre de 2010, suscrita por el Ing. Carlos Alvarado Briceño, Presidente Junta Directiva, dirigida a miembros del Consejo Institucional, en la cual informa que en la Asamblea General Ordinaria No. 01-10 FEPETEC, celebrada el 06 de setiembre 2010, se nombró al Ing. Carlos Roberto Acuña Esquivel como el nuevo Representante suplente ante el Consejo Institucional  del ITCR, quien sustituye al Ing. Mario Calderón Hernández y complementar el periodo correspondiente al 31 de marzo 2011. (SCI-954-09-2010). 
Se toma nota. 
21. FEPETEC-23-2010  Nota con fecha 08 de setiembre de 2010, suscrita por el Ing. José Guillermo Marín Rosales, Secretario Junta Directiva, dirigida a miembros del Consejo Institucional, en la cual informa que en la cual solicita se excuse al señor Dennis Mora Mora a la Sesión del Consejo Institucional convocada para el 8 de setiembre 2010. Por lo anterior solicita justificar su ausencia y  convocar al señor Carlos Roberto Acuña Esquivel en calidad de suplente. (SCI-962-09-2010). 
Se toma nota. 
La señora Bertalía Sánchez da lectura al informe de correspondencia, la cual se direcciona a las diferentes Comisiones, como sigue: 
Punto 3 (VIE-745-2010) en atención al criterio legal AL-419-10 referente al quórum  y proceso de votación por videoconferencia en órganos colegiados; solicita que se conforme una Comisión desde el Consejo Institucional para que trabaje en una propuesta para que los órganos colegiados puedan formar quórum y desarrollar demás actividades ligados a esta naturaleza mediante la utilización de videoconferencia.  Se toma nota.  Se traslada a la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles.
La señora Bertalía Sánchez aclara que el señor Eugenio Trejos puede presentar una propuesta desde la Presidencia o la otra opción es que una Comisión de este Consejo asuma la tarea.
El señor Jorge Chaves considera que la Comisión de Asuntos Académicos puede asumir esa tarea.
Punto 4 (VIE-749-2010) en la cual remite informe sobre Presupuesto Ordinario de la República para el 2011 y situación con el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnológicas CONICIT.  Se toma nota.  Se traslada a Rectoría por ser materia presupuestaria.
La señora Nancy Hidalgo comenta que lo que sucede es que la Universidad de Costa Rica se pronunció al respecto, pero considera que está bien que se traslade a la Rectoría por tener que ver con recursos e igualmente la Rectoría podría traer una propuesta en el sentido de pronunciamiento.
El señor Eugenio Trejos se compromete a traer una propuesta de pronunciamiento.
Punto 8 (REG-OPI-024-2010)  en el cual remite las observaciones solicitadas a Propuesta de Reglamento de Normas que Regulan la Responsabilidad en Caso de Accidentes.  Se toma nota.  Se traslada a la Comisión de  Planificación y Administración.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión No. 2679.
ARTICULO 5.	Entrega de Seguimiento de la Ejecución de los Acuerdos tomados por el Consejo Institucional, al 31 de agosto del 2010
La señora Bertalía Sánchez hace entrega de los Informes de Seguimiento de la Ejecución de los acuerdos tomados por el Consejo Institucional, pendientes de ejecución  y de resolución, por parte de las instancias que tienen a cargo las tareas pendientes y del propio Consejo Institucional; los cuales se dividen de la siguiente manera:
1. Seguimiento de acuerdos pendientes por  parte de la Administración.
2. Seguimiento de acuerdos pendientes de dictamen y resolución por parte de las Comisiones Permanentes del Consejo Institucional 
3. Seguimiento de acuerdos pendientes de orden presupuestario
ARTÍCULO 6.	Informes de Rectoría
El señor Eugenio Trejos, Rector y Presidente del Consejo Institucional, presenta el Informe de Rectoría, Nº 26, correspondiente a las actividades realizadas durante la semana del 02 al 08 de setiembre, 2010, respectivamente. 
1.  Avance en las obras del Centro Académico
El viernes 3 de setiembre se reunió con el M.A.E. José Rafael Hidalgo, Director del Centro Académico de San José, con el propósito de darle seguimiento al desarrollo de las obras de infraestructura que actualmente se realizan en ese Centro. En ese sentido, realizaron  una inspección de los trabajos de Ingeniería que están en proceso de construcción: 
a) Se está preparando el ducto para la instalación del elevador, en el edifico principal (SJ-1). Por ello fue necesario desocupar oficinas que estaban ubicadas en el ducto, y remodelar otros espacios físicos para reubicar al personal académico y de apoyo a la academia que ocupaba las oficinas ubicadas en el ducto. En el primer piso se hicieron los siguientes traslados: 
·   El “centro de fotocopiado” se trasladó al lugar donde está el taller de mantenimiento, para lo cual se le redujo el espacio de ese taller. El centro de fotocopiado mejoró en su presencia y comodidad. 
·   La Oficina de Tesorería pasó a ocupar parte de la Oficina de Admisión y Registro que era relativamente amplia. Con la remodelación, el espacio físico de ambas oficina quedó confortable. 
·   El aula de Tutoría se convirtió en la Oficina del Profesor de Deportes, con las condiciones requeridas de ese profesor. Las tutorías se ofrecerán en las aulas ordinarias y, posteriormente, se instalará en la casa (Hostal) que está en la última etapa del proceso de compra. 
b) La denominada “Casa de Don Freddy”, que estaba siendo utilizada como oficina de la Asociación de Estudiantes Arquitectura y Urbanismo, en los próximos días será dividida en dos partes, para ubicar también a la Asociación de estudiantes de Administración de Empresas. 
c) En el tercer piso, se hizo una división del espacio físico que era ocupado por la carrera de Bachillerato de Administración de Empresas, para hacer una oficina en la que se ubicarán dos profesores de Cultura. 
d) En el quinto piso, el aula que era administrada por la carrera de Producción Industrial, pasó a formar a parte de la Biblioteca para compensar el espacio perdido con la instalación del ducto. Asimismo, una oficina pequeña que era ocupada por la Coordinación de Producción Industrial, ahora es ocupada por los profesores de Sociales que imparten lecciones en ese centro. 
e) Al paqueo se le hicieron mejoras notables que permiten cumplir con la Ley 7.600 y con espacios apropiados para el parqueo de vehículos automotores. 
2. Maestría en Planificación
El viernes 3 de setiembre se reunió en compañía del Arq. Marco Valverde, Director de la Escuela de Arquitectura y Urbanismo, con el Dr. Ronald Salas, Coordinador del Programa de Maestría en Planificación de la Escuela de Planificación y Promoción Social de la Universidad Nacional (UNA), con el propósito de analizar la posibilidad de que el TEC, a través de las Escuelas de Arquitectura y Urbanismo, Ciencias Sociales y Administración de Empresas pueda apoyar académicamente dicho programa de maestría.
3. Taller de Inducción para el personal de nuevo ingreso
El  lunes 6 de setiembre participó en el Taller de Inducción para el personal de nuevo ingreso del TEC, organizado por el Departamento de Recursos Humanos. En el taller participaron 35 nuevos funcionarios y funcionarias del TEC tanto académicos,  como de apoyo a la academia.
4. Consejo de escuela de Cultura y deporte
El  lunes 6 de setiembre atendiendo la invitación que le cursó la Dra. Rosaura Méndez, Directora de la Escuela de Cultura y Deporte, participó en la Sesión Ordinaria del Consejo de esa Escuela con el propósito de conocer la organización y requerimientos presupuestarios de los próximos Juegos Deportivos Universitarios (JUNCOS) por realizarse en la Sede Central del TEC en Cartago, el año entrante. Estos Juegos formarán parte de las celebraciones del 40° Aniversario de la Creación del TEC. 
Por otro lado, aprovechó  la oportunidad de participar en la Sesión del Consejo de Escuela, por un lado, para agradecer la destacada participación de las personas que integran esa Escuela en las actividades que se organizaron en defensa del FEES, y por otro lado, para informar que el edificio del Centro de las Artes se incorporará en el presupuesto ordinario de la institución 2011. La formación humanística tiene a través de un espacio para las artes escénicas un poderoso instrumento de presencia en la Vida Estudiantil y académica en general. Con el Centro de las Artes se fortalecerá no solo el proceso de formación humanística, artística y cultural de las y los estudiantes de nuestra institución, sino también, la proyección institucional a la comunidad nacional. 
5. Taller de Indicadores de Objetivos Estratégicos
El viernes 3 de setiembre participó en el Taller de Indicadores de Objetivos Estratégicos, organizado por el Consejo de Planificación Institucional.
6. Sesión N° 25-10 del Consejo Nacional de Rectores
El martes 7 de setiembre participó en la Sesión N° 25-10 del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), en la que abordaron los siguientes temas fundamentales:
6.1. Financiamiento y presupuesto
a. Presupuesto Ordinario 2011
El M.Sc. José Andrés Masís, Director de la Oficina de Planificación de la Educación Superior (OPES) les hizo entrega del Oficio OPES-OF-234-2010-S, con fecha 2 de setiembre de 2010, dirigida al Lic. Fernando Herrero, Ministro de Hacienda, en el que, en lo conducente, se le indica lo siguiente: 
“En el artículo 1 del acuerdo firmado por los miembros de la Comisión de Enlace el 27 de agosto de 2009 se indica:  “El monto del FEES correspondiente al año 2010, se establece en 226 211,136 millones de colones”, y en el punto 3 del Acuerdo para la firma del Convenio FEES 2010-2015, suscrito el pasado 26 de agosto, se estipula:  “En los primeros dos años, el FEES crecerá una tasa anual real garantizada de 7% y la tasa garantizada de aumento real para los años subsiguientes será de 4.5% anual.  Esto con el objetivo de dotar a las universidades de una garantía de crecimiento real positivo por encima de la inflación”.
De conformidad con estas cifras, el monto del FEES para el año 2011 asciende a 253 356,472 millones de colones y en el Proyecto de Presupuesto Ordinario de la República para el año 2011 entregado el día de ayer a la Asamblea Legislativa se incluyeron 251 094,20 millones de colones por concepto de FEES, registrándose una diferencia de 2 262,272 millones de colones.
Los señores Rectores me encomendaron solicitarle que en forma urgente realice las gestiones correspondientes, a fin de incluir el monto faltante para completar el total del FEES acordado por la Comisión de Enlace para el año 2011.”
El Lic. José Luis Araya, Viceministro de Hacienda, le indicó al Director de la OPES, M.Sc. José Andrés Masís, que ya se habían percatado del error involuntario cometido, y que lo van a corregir mediante una moción en la Comisión de Presupuestos de la Asamblea Legislativa, para que se  incorporen los 2 262,272 millones de colones.
b. Presupuesto Extraordinario 2010
Asimismo, el M.Sc. José Andrés Masís les hizo entrega del Oficio OPES-OF-239-2010-S, con fecha 6 de setiembre de 2010, dirigida al Lic. José Luis Araya, Viceministro de Hacienda, en el que el Consejo Nacional de Rectores (CONARE) le hace llegar los datos referentes a sumas para incorporar en el Presupuesto Extraordinario que el Gobierno de la República está elaborando para su próxima presentación a la Asamblea Legislativa. El Oficio en lo conducente señala lo siguiente:
1. El FEES en el 2010
En el acuerdo sobre el financiamiento para el 2010, suscrito por los miembros de la Comisión de Enlace el 27 de agosto de 2009, se indicó lo siguiente al FEES en 2010: 
“CAPÍTULO PRIMERO
MONTO DEL FEES 2010
Artículo 1. El monto del FEES correspondiente al año 2010 se establece en 226 211,136 millones de colones.
Artículo 2. El monto del artículo anterior responde a un incremento del 16% sobre la base del monto inicial del FEES para el año 2009 incluido en el Presupuesto Ordinario de la República de este año (195 009,6 millones de colones). 
Artículo 3. La parte principal del monto del FEES señalado en el artículo 1, equivalente a 212 560,464 millones de colones, será incluida en el Presupuesto Ordinario de la República para el año 2010.
Artículo 4. Los restantes 13 650,672 millones de colones, que completan el monto del FEES por 226 211,136 millones de colones, se pagarán en el 2010 mediante un crédito externo que tramitará oportunamente y financiará el Gobierno de la República. De no resultar aquel viable, el Gobierno de la República incorporará una suma equivalente a la de la operación de crédito en un presupuesto extraordinario que será presentado a la Asamblea Legislativa para su aprobación en el segundo semestre de 2010.
Artículo 5. Con base en los acuerdos de la sesión de la Comisión de Enlace de 29 de junio de 2009, la suma de 2760 millones de colones, correspondiente a parte de la deuda del presupuesto del FEES 2009, se incorporará al Presupuesto Ordinario de la República para el año 2010, de manera que el total que se incluya por concepto del FEES en dicho Presupuesto Ordinario será de 215 320,464 millones de colones.
Artículo 6. Asimismo, los restantes 6000 millones de colones que se adeudan del FEES 2009 se agregarán a la operación de crédito externo indicada en el artículo 5, cuyo monto ascenderá de esta manera a un total de 19 650,672 millones de colones, o el equivalente a US$33 millones.”
2. OBLIGACIONES POR CAUSA EXTERNA
El título Obligaciones por causa externa ha figurado en los convenios de financiamiento del FEES desde 1998 y se mantiene vigente en el acuerdo de financiamiento para el 2010. Su texto expresa:
“CAPÍTULO CUARTO
OBLIGACIONES POR CAUSA EXTERNA
Artículo 8. Adicionalmente, el Estado financiará el costo que representen para las Instituciones de Educación Superior Universitaria Estatal los casos de aplicación de nuevas disposiciones legales o de resoluciones judiciales que, a juicio de la Comisión de Enlace, califiquen debidamente de acuerdo a lo que se señala en el artículo 10 de este acuerdo.
Artículo 9. La calificación la hará la Comisión de Enlace, caso por caso, y para ello se deberán cumplir al menos las siguientes condiciones:
a)	En cuanto a resoluciones judiciales, las Instituciones deberán demostrar a satisfacción de los representantes del Poder Ejecutivo que aquéllas no se originan en acuerdos o en acciones propios del ámbito de discreción de las mismas Instituciones y que, además, se han agotado todos los recursos legales en la debida defensa del Estado, en general, y de las Instituciones en particular.
b)	Deberán mostrar asimismo que las disposiciones legales o resoluciones judiciales a las que se refiere el caso colocan a las Instituciones en una posición de aplicación obligatoria.”
Sobre el particular, por medio de oficio remitido a los miembros de la Comisión de Enlace en diciembre de 2009 (OPES-OF-350-2009-D, del 16 de diciembre del 2009), el Consejo Nacional de Rectores (CONARE) presentó los casos derivados de fallos judiciales y aplicaciones de nuevas normativas legales que han afectado las finanzas de las instituciones universitarias estatales por un monto total de 3 085,819 millones de colones. Se adjuntó a dicho oficio la documentación que muestra que la solicitud cumple para su debida atención con los requisitos estipulados en el acuerdo transcrito. 
3. Acuerdo para la firma del Convenio FEES 2010-2015
Finalmente, el artículo 4 del Acuerdo para la firma del Convenio FEES 2010-2015 suscrito por la Comisión de Enlace el 26 de agosto último señala que se dará un aporte extraordinario y complementario al FEES por un monto de 5500 millones de colones durante este año 2010. 
Cabe agregar que sobre el monto indicado se está haciendo una consulta al señor Ministro de Educación, como Presidente de la Comisión de Enlace, con cuya respuesta se espera contar oportunamente.
En resumen, los montos para el Presupuesto Extraordinario de la República del 2010 que corresponderían de acuerdo con lo comunicado son (en millones de colones):
	CONCEPTO
	|

	Pendiente de presupuestar del 2010
Acuerdo del FEES 2010 (27-08-2010)
	¢19 650,672

	Obligaciones por causa externa
	3 085,819

	Aporte extraordinario y complementario al FEES
	5 500,000

	TOTAL
	¢28 236,491


El Lic. José Luis Araya, Viceministro de Hacienda, le indicó al Director de la OPES, M.Sc. José Andrés Masís, que ya están elaborando el Presupuesto Extraordinario en el que incorporarán la totalidad de los recursos antes indicados, así como los 5.500 millones de colones que se adelantarán, conforme con lo acordado en la Comisión de Enlace, equivalentes al 1% de crecimiento real del FEES para el 2011 y el 2012, con lo cual compensamos el 1% que solicitamos para alcanzar el 8% de crecimiento real  del FEES para esos años. Dicho Presupuesto Extraordinario será remitido a la Asamblea Legislativa antes de que concluya el presente mes.
c. Fondo del Sistema 2011
Las rectoras y rectores iniciaron el análisis pormenorizado del Fondo de Sistema 2011 que asciende a 18.449.300.000,00 millones de colones. Dada la urgencia de definir el monto exacto y la distribución del Fondo de Sistema, para la formulación de los presupuestos de cada una de las universidades miembros del CONARE, el análisis del mismo continuará el próximo jueves 9 de setiembre en una sesión Extraordinaria de ese Consejo convocada para tal efecto. 
	Consejo Nacional de Rectores

	Oficina de Planificación de la Educación Superior

	Fondo del Sistema 2011

	
	

	
	Compromisos

	Fondo  del Sistema Total
	18.449.300.000,00

	Fortalecimiento de la modalidad  de la
	

	enseñanza a distancia
	2.533.560.000,00

	Subtotal 1
	15.915.740.000,00

	Compromisos por área
	2.676.491.841,98

	Docencia
	663.394.919,80

	Investigación
	904.319.384,50

	Extensión y  acción social
	317.117.037,72

	Vida estudiantil
	473.660.500,00

	Administración
	317.999.999,96

	Subtotal 2
	13.239.248.158,02

	Otras acciones de interés del CONARE
	1.608.168.657,70

	Subtotal 3
	11.631.079.500,32

	Líneas Estratégicas
	

	Remanente
	11.631.079.500,32


6.2. Correspondencia
a. SCI-622 del Consejo Institucional del ITCR observaciones al PLANES 2011-2015. Se traslada una copia a la Comisión de Directores de Planificación.
b. Correo electrónico de IESALC-UNESCO invitación a participar en IV Encuentro de Redes Universitarias, Consejos de Rectores y entidades vinculadas a la Educación Superior de América Latina y el Caribe, a realizarse del 11 y 12 de noviembre en Argentina. Se acordó confirmar la participación de los cuatro rectores en la citada actividad y realizar los trámites necesarios para el viaje de cada uno.
c. Correo electrónico de fecha 2 de setiembre de la Secretaría del CSUCA, comunicado “Ante la situación por la que atraviesan las Universidades Públicas de la República de Costa Rica, en relación con su Autonomía y su Financiamiento.”
d. Documentos del señor Guillermo Molina, año 5, semanas 138, 139. 
e. Nota del 9 de agosto suscrita por el señor Juan Manuel Agüero, agradeciendo el nombramiento como Auditor Interno del CONARE.
f. Correo electrónico del señor César Alonso Sancho del Premio Calidad de Vida solicita autorización para el financiamiento del refrigerio del día 27 de octubre próximo. Se acordó autorizar la solicitud de apoyo a la actividad de entrega del Premio Calidad de Vida por un monto de ¢600.000. 
g. DH-0565 la Defensoría de los Habitantes transcribe requerimientos de información para la Red Interinstitucional de Transparencia. Se acordó trasladar la información a OPES para lo pertinente.
h. Correo electrónico 27 de agosto, comunicado de la OUI: solidaridad universidades de Costa Rica, sobre intervención de la fuerza pública en los campus universitarios.
i. Nota 25 de agosto del Dr. Rolando Vega Robert, Coordinador Proyecto GICA-Justicia remite Norma GICA 2010: Organización del Despacho Judicial.
6.3. Programas y Comisiones
a. ORE-OF-203 de la Oficina de Reconocimiento sobre el caso del señor Carlos Ignacio Benavides Rawson para reconocimiento de su título de cineteleasta obtenido en Cuba. Expediente del caso del señor Carlos Ignacio Benavides Rawson. Se acordó trasladar el expediente del señor Carlos Ignacio Benavides Rawson al Asesor Legal para que elabore el dictamen respectivo.
b. CNR-PEN-728 solicitud del Programa Estado de la Nación para incorporarse a la Red Iberoamericana de Organismos y Organizaciones contra la Discriminación.
6.4. Carreras universitarias
Notas dirigidas a la Directora Ejecutiva del CONESUP:
· OPES-OF-217-2010-A propuesta de la Universidad Americana para ofrecer el Bachillerato en Estadística Aplicada a los Negocios.
· OPES-OF-226-10-A propuesta de la Universidad Juan Pablo II para ofrecer el tramo de Licenciatura en Dirección del Talento Humano.
· OPES-OF-218-10-A propuesta de la Universidad Católica de Costa Rica Anselmo Llorente y Lafuente para ofrecer la Maestría en Coaching Ontológico Relacional, modalidad profesional.
6.5. Representaciones
DM-3185 del despacho de la Ministra de Salud solicita designar representantes titular y suplente  ante el Comité Ejecutivo del Sistema Nacional para la Gestión Integral para los Residuos Electrónicos, SINAGIRE. Se acordó proponer la designación de la Dra. Floria Roa Gutiérrez de la Escuela de Ingeniería Ambiental del Instituto Tecnológico de Costa Rica y del Lic. David Benavides Ramírez del Programa Campus UNA-Sostenible de la Universidad Nacional, como representantes propietaria y suplente, respectivamente, ante el Comité Ejecutivo del Sistema Nacional para la Gestión Integral de Residuos Electrónicos, SINAGIRE.
6.6. Asamblea Legislativa
a. Nota JPUSC-WCS-139-08-10 el diputado Walter Céspedes solicita información diversa sobre FEES. Se acordó trasladar la consulta a la Dirección de OPES para que elaboren la respuesta.
b. Copia OPES-OF-227 respuesta al oficio JPUSC-WCS-139 del diputado Céspedes.
7. Firma de Convenio Marco de Cooperación con la Universidad de Yucatán
El miércoles 8 de setiembre se reunió en compañía de la M.A.E Grettel Brenes, Profesora de la Escuela de Administración de Empresas, con el M.Sc. Jorge Basulto Triay, Director de la Facultad de Ciencias Administración de la Universidad de Yucatán, México, y la M.Sc. María Teresa Valle Palma y el M.Sc. Glenn Canto Esquivel, Profesores de esa Facultad, con el propósito de firmar el Convenio Marco de Cooperación con esa Universidad, para el intercambio académico de profesores y estudiantes.
8. Acto de Graduación N° 207 del TEC
El miércoles 8 de setiembre participó en el Acto de Graduación N° 207 del TEC, correspondiente al primer semestre de 2010, en el que se hizo entrega de 356 títulos a 354 personas graduadas, según se aprecia en los siguientes cuadros:

[image: ]
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El señor Eugenio Trejos resalta que en el presupuesto ordinario 2011, el oficio que se dirigió al Ministro de Hacienda Fernando Herrero, tenía un error garrafal en el envío del presupuesto que afecta a las universidades, por un monto de 2 262,272 millones de colones.  Procede a leer la nota remitida en su totalidad, la cual se detalla a continuación:
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La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679.
CAPÍTULO PROPUESTAS DE COMISIONES
ARTICULO 7.	Propuestas de Comisiones del Consejo Institucional 
No se presentaron propuestas por parte de las Comisiones del Consejo Institucional.
ARTICULO 8.	Propuestas de Miembros del Consejo Institucional.
No se presentaron propuestas por parte de los Miembros del Consejo Institucional.
ARTICULO 9.	Informe sobre Moción de Fondo sobre la propuesta “Lineamientos y Reglamento para la vinculación remunerada externa con la coadyuvancia de la Fundatec, presentada ante la Asamblea Institucional Representativa
El señor Jorge Chaves presenta el informe sobre “Moción de Fondo sobre la propuesta “Lineamientos y Reglamento para la vinculación remunerada externa con la coadyuvancia de la Fundatec, presentada ante la Asamblea Institucional Representativa”. (Adjunto  a la carpeta de esta Acta), elaborado por personas integrantes del Consejo Institucional.
El señor Jorge Chaves informa que cuando la Comisión de la AIR para la redacción de los nuevos Lineamientos de Vinculación Externa Remunerada, puso a consulta de la Comunidad Institucional la propuesta sobre los mismos, la Comisión de Vinculación  Externa Remunerada la revisó y llegó a la conclusión de que se debía hacer una revisión muy profunda, por lo que  elevó una moción a este Consejo donde se indicaba que la propuesta respondía a un Reglamento y no a unos Lineamientos.  Agrega que cuando se abrió el plazo se presentó una moción de fondo con los nombres particulares de la Comisión de Vinculación Externa Remunerada y otros miembros de este Consejo que participaron en la discusión; donde se separó el Reglamento de los Lineamientos que son más genéricos.  Añade que ayer fueron convocados a una sesión de conciliación, a la cual no pudo asistir porque andaba de gira, pero la señora Grettel Castro sí se presentó, por lo que le cede  la palabra para ella  informe.
La señora Grettel Castro informa que para esa propuesta llegaron, además de la observaciones de la Comisión de Vinculación, las de otras escuelas; sin embargo, lo que se analizó fue la parte de Lineamientos que se elimina y se estaría incorporando como un transitorio, para hacer un análisis más exhaustivo, para que sea  este Consejo el que proponga esos Lineamientos y que sea más acorde con toda la modificación que se está haciendo en la normativa institucional por  ordenar.  Comenta que no se logró terminar ayer, por lo que hoy tienen reunión para terminar la revisión, en la cual la AIR aceptó que fuera  un Reglamento en lo que hubo consenso.  Agrega que la Comisión de Vinculación considera que todo lo que es vinculación debe estar unido en un solo Reglamento. La moción dice:
“Moción de fondo: Propuesta de Lineamientos y Reglamento para la Vinculación remunerada externa con la coadyuvancia de la Fundatec
AIR‐77‐2010 (Sesión Ordinaria, Semestre 2‐2010, 29 de setiembre de 2010)
Documento para votar:
Propuesta de Propuesta de Lineamientos y Reglamento para la Vinculación remunerada externa
RESUMEN
Esta Moción de fondo propone sustituir la propuesta base denominada, Lineamientos para la vinculación remunerada externa del Instituto Tecnológico de Costa Rica con la coadyuvancia de la Fundatec por los documentos denominados Reglamento y Lineamientos para la vinculación remunerada externa del Instituto Tecnológico de Costa Rica con la coadyuvancia de la Fundatec. La propuesta base tiene características de reglamento, y a pesar de que es importante rescatar un documento tan valioso como ese, es necesario denominarlo correctamente. A la vez se presenta una propuesta sustitutiva de lineamientos. 
RESULTANDO QUE:
1. Los Lineamientos para la vinculación remunerada externa del ITCR con la coadyuvancia de la FUNDATEC vigentes, fueron  aprobados en la Sesión Extraordinaria de la AIR 62-05,  del 29 de noviembre del 2005. En estos se establece en su Transitorio 8, que le corresponde a la AIR revisar y actualizar dichos lineamientos. 
2. El Directorio de la AIR nombró una comisión para su respectivo análisis, la cual formuló una propuesta base para la Sesión 77-2010, que se denomina Lineamientos para la vinculación externa remunerada del Instituto Tecnológico de Costa Rica con la coadyuvancia de la Fundatec.
3. Las Comisiones permanentes del Consejo Institucional organizaron un Taller sobre Normativa Institucional con el fin de iniciar un proceso de armonización y sistematización de la normativa interna, para ello se analizó la jerarquía y la nomenclatura de la misma. 
CONSIDERANDO QUE:
1. A raíz de la experiencia del Taller sobre Normativa Institucional, surgió la necesidad de revisar la nomenclatura de las normas que se usa en la Institución. Se determinó la necesidad de iniciar una labor de corrección que permita ir ordenando este tema. Al analizar el documento final presentado como Propuesta base, se determinó que en realidad se trata de un reglamento y como tal debe llevar ese nombre.
2. Al cambiar el nombre del documento, se analizó la necesidad de generar un documento nuevo de lineamientos que cumpliera con las características de este tipo de norma. 
Por tanto, la Asamblea Institucional Representativa acuerda:
a. Aprobar los siguientes Lineamientos para la Vinculación remunerada externa con la coadyuvancia de la Fundatec.
b. Aprobar el siguiente Reglamento para la Vinculación remunerada externa con la coadyuvancia de la Fundatec.”
El señor Eugenio Trejos señala que este Consejo se da por informado de la Moción de Fondo que presentaron algunas personas integrantes de la Comisión de Vinculación Externa Remunerada a la AIR y del Consejo Institucional.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679.
NOTA: Se realiza un receso al ser las 8:55 a.m.
NOTA: Reinicia la sesión a las 9:40 a.m.
ASUNTOS DE FONDO
ARTICULO 10.	Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio contra el acuerdo del Consejo Institucional tomado en Sesión Ordinaria No. 2673, Art. 9, de 05 de agosto del 2010 “Modificación del Artículo 39 del Estatuto Orgánico, relativa a la “participación del director/a del Centro de Desarrollo Académico en el Consejo de Docencia”. Segunda Discusión
La señora Nancy Hidalgo presenta la propuesta denominada: “Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio contra el acuerdo del Consejo Institucional tomado en Sesión Ordinaria No. 2673, Art. 9, de 05 de agosto del 2010 “Modificación del Artículo 39 del Estatuto Orgánico, relativa a la “participación del director/a del Centro de Desarrollo Académico en el Consejo de Docencia”. Segunda Discusión. (Adjunta a la carpeta de esta Acta), elaborada por la Comisión de Estatuto Orgánico.
NOTA: La señora Rocío Poveda ingresa a las 9:50 am. 
El señor Eugenio Trejos explica que la semana anterior se dio la primera votación y en esta sesión se presentarían observaciones, en caso de que las hubiere, y abre el espacio por si tienen algún comentario o alguna corrección.
No habiendo observaciones al acuerdo se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 12 votos a favor, 0 en contra.
Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 12 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Institucional en Sesión Ordinaria No. 2673, Artículo 9, del 05 de agosto del 2010; aprobó modificar el Artículo 39 del Estatuto Orgánico, relativa a la “participación del Director/a del Centro de Desarrollo Académico en el Consejo de Docencia”, con el siguiente texto: 
“CONSIDERANDO QUE:
1.    El Artículo 39 del Estatuto Orgánico establece lo siguiente:
“El Consejo de Vicerrectoría de Docencia estará integrado por el Vicerrector de Docencia, quien lo presidirá, los directores de las escuelas del Instituto y una representación estudiantil correspondiente al 25% del total de miembros del Consejo de Vicerrectoría de Docencia, designada por la Federación de Estudiantes del Instituto Tecnológico de Costa Rica.”
2. En el inciso j del  Artículo 63 del Estatuto Orgánico se señala entre las funciones de los directores de departamento de apoyo a la academia, lo siguiente:
“j. Formar parte del Consejo de Vicerrectoría o de Sede Regional respectivo.”
3. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 01 de julio 2009, recibió el oficio de referencia CEDA-269-2009, suscrito por el M.A. Ulises Rodríguez Guerrero, Director del Centro de Desarrollo Académico, dirigido al Master Eugenio Trejos, Presidente del Consejo Institucional, en el cual solicita que se revise y corrija la antinomia presente en el Estatuto Orgánico en relación con la conformación del Consejo de Vicerrectoría de Docencia (Artículo 39) y las funciones de los directores de departamentos de apoyo a la academia (Artículo 63). La Comisión Permanente de Estatuto Orgánico del Consejo Institucional recibió copia del mismo.
4. La Comisión de Estatuto Orgánico, en reunión celebrada el 09 de noviembre del 2009, según consta en la Minuta No. 063-2009, analizó la solicitud planteada por el Centro de Desarrollo Académico y dispuso solicitar el criterio legal a la señora Maureen Reid, así como al Consejo de Docencia, respecto a la participación del Director del CEDA en el Consejo de  Docencia. 
5. Mediante oficio SCI-002-2010, con fecha 19 de enero del 2010, la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional emite criterio legal solicitado en el cual recomienda, entre otros,  que  se  exponga la presunta antinomia entre los Artículos 39 y 63 del Estatuto Orgánico, de  manera coordinada con el Consejo de Docencia, para que emita su criterio al  respecto, toda vez que es parte interesada en esta solicitud, siendo que al tenor de sus intereses y plena independencia, homologuen criterios para proceder a resolver la situación del Director del Centro de Desarrollo Académico (CEDA).
6. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 08 de febrero del 2010, recibió el oficio ViDa-119-2010, suscrito por la  M.Sc. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia, dirigido al Dr. Dagoberto Arias, Presidente a.i. del Consejo Institucional, en el cual transcribe  el acuerdo del Consejo de Docencia No. 01-2010,  el cual se transcribe a continuación:
“Resultando:
1. El cambio en la organización del CEDA, realizado en el año 2007, en el cual pasa de ser una unidad de la Vicerrectoría de Docencia a un Departamento de Apoyo a la Academia.
2. La consulta realizada por el señor Ulises Rodríguez en la cual solicita a la Comisión Permanente de Estatuto Orgánico, oficio CEDA-269-2009, en la cual solicita: “…que se revise y corrija la antinomia presente en el Estatuto Orgánico en relación con la conformación del Consejo de Vicerrectoría de Docencia (artículo 39) y las funciones de los directores de departamentos de apoyo a la academia (artículo 63)”.
3. La consulta planteada por la Ing. Nancy Hidalgo, coordinadora de la Comisión de Estatuto Orgánico, en la cual solicita: “…el criterio del Consejo de Docencia sobre la participación del CEDA en dicho órgano…”.
Considerando:
1. El artículo 39 del Estatuto Orgánico, el cual establece: “El Consejo de Vicerrectoría de Docencia estará integrado por el Vicerrector de Docencia, quien lo presidirá, los directores de las escuelas del Instituto y una representación estudiantil correspondiente al 25% del total de miembros del Consejo de Vicerrectoría de Docencia, designada por la Federación de Estudiantes del Instituto Tecnológico de Costa Rica”. (la negrita no corresponde al original)
2. El artículo 40 del Estatuto Orgánico, el cual indica: “Son funciones específicas del Consejo de Docencia:
a. Aprobar los planes de estudios y sus modificaciones, según el reglamento correspondiente y cuidando que estos respondan a las necesidades nacionales y tiendan a la formación integral del profesional que se gradúa
b. Pronunciarse sobre la creación, fusión, modificación, traslado o eliminación de carreras y programas docentes del Instituto
c. Coordinar el ofrecimiento de cursos de servicios entre los departamentos, fijar las normas generales de las Prácticas de Especialidad y de los Trabajos Finales de Graduación 
Inciso modificado por el Consejo Institucional en la Sesión 2354, Artículo 9, del 6 de mayo del 2004. (Gaceta 163)
d. Resolver sobre el apoyo a las propuestas de creación, modificación o eliminación de áreas académicas dedicadas a desarrollar programas docentes de carácter inter, trans y/o multidisciplinario, para su trámite ante el Consejo Institucional por parte del Vicerrector de Docencia, todo conforme a lo dispuesto por la reglamentación respectiva.”
Inciso modificado por el Consejo Institucional en la Sesión Ordinaria No. 2514, Artículo 15, del 31 de mayo del 2007 (Gaceta No. 225 )
3. En el Capítulo 6, artículo 51, se establece la definición de departamento y sus tipos, a saber: “Para el desempeño de sus actividades, el Instituto se organizará en dependencias cuya unidad principal es el departamento, el cual estará a cargo de un director.
Los departamentos serán de dos tipos: académicos y de apoyo académico.
Los departamentos académicos son aquellos que tienen la responsabilidad de ofrecer enseñanza, investigación y extensión. Podrán desarrollar proyectos productivos según sus posibilidades. 
Se denominan, genéricamente, escuelas a los departamentos académicos que como parte de sus actividades, tienen a su cargo cursos de programas de grado o postgrado.
Los departamentos de apoyo académico son aquellos que coadyuvan para que la labor de los departamentos académicos se realice en forma óptima y se logre así el cumplimiento de los objetivos del Instituto.
Los departamentos académicos podrán organizarse en subdependencias denominadas unidades, cuyo cuerpo de profesores puede estar compuesto por sus propios profesores, o por miembros de otras escuelas o universidades, las cuales son creadas con el fin de desarrollar programas académicos de docencia o programas consolidados de investigación y/o extensión, de carácter inter, trans y/o multidisciplinario administrados de acuerdo con las disposiciones relativas a las unidades académicas. 
Las unidades académicas estarán a cargo de un coordinador quien estará, de acuerdo con el tipo de unidad, en la línea jerárquica inmediata, bajo la autoridad del director, Vicerrector(a) de Docencia, Vicerrector(a) de Investigación y Extensión o Director de Sede Regional.
…”
(la negrita no corresponde al original)
4. El artículo 57, establece: “Los directores de departamento académico son los funcionarios que dirigen y representan a esas dependencias. En la línea jerárquica inmediata estarán bajo la autoridad del Vicerrector respectivo o el Director de Sede, según corresponda”.
5. El artículo 59, establece las funciones de un director de departamento académico: 
a. Planear, organizar, dirigir y evaluar las labores del departamento
b. Velar por el cumplimiento de los fines y objetivos del departamento
c. Ejecutar los acuerdos y resoluciones de la Asamblea Institucional, el Consejo Institucional, el Rector, los Vicerrectores, el Director de Sede Regional y el Consejo de Departamento, en lo que corresponda
Inciso modificado por el Consejo Institucional en la Sesión 2171, Artículo 5, del 18 de mayo del 2001. (Gaceta 116)
d. Convocar y presidir el Consejo de Departamento
e. Formar parte del Consejo de Vicerrectoría o Sede Regional respectivo
f. Representar al Vicerrector respectivo o Director de Sede Regional cuando le sea solicitado
g. Coordinar un área cuando le sea asignada esta labor
h. Procurar la eficiencia de la labor docente, de investigación y de extensión del departamento
i. Preparar el plan de trabajo y el anteproyecto de presupuesto del departamento y presentarlo al Consejo de Departamento
j. Proponer al Consejo de Departamento el plan semestral de trabajo de cada funcionario a su cargo y evaluarlo al concluir el período
k. Presentar un informe semestral de labores al Vicerrector o Director de Sede Regional respectivo y hacerlo del conocimiento del Departamento
l. Servir como medio de comunicación entre el Vicerrector o Director de Sede Regional y el departamento
m. Proponer al Consejo de Departamento planes y programas de docencia, investigación y extensión
n. Ejercer acción disciplinaria sobre los funcionarios y estudiantes del departamento, según lo establecido en este Estatuto Orgánico y los reglamentos respectivos
ñ. Suspender actividades del departamento cuando medie alguna circunstancia que lo amerite, dando cuenta al Vicerrector o Director de Sede Regional respectivo
o. Presentar al Vicerrector o Director de Sede Regional respectivo las recomendaciones del Consejo de Departamento sobre nombramientos y remoción de personal
p. Promover la superación del personal a su cargo
q. Propiciar la coordinación de las labores de su departamento con las de otras unidades del Instituto o instituciones públicas y privadas
r. Firmar, conjuntamente con el Rector, los títulos que expida su departamento, excepto los que expidan las “unidades académicas desconcentradas” que imparten “programas desconcentrados” de dicho departamento y las áreas académicas en las que participe ese departamento.
Modificación Aprobada por el Consejo Institucional en la Sesión No.2615. Articulo 12, del 25 de junio del 2009.Gaceta No.282 
s. Fiscalizar la acción de los programas desconcentrados de su departamento
Incisos f, j, k, l, ñ, o, s, modificados por el Consejo Institucional en la Sesión 1864, Artículo 9, del 14 de diciembre de 1995. (Gaceta 111)
t. Realizar cualquier otra actividad necesaria para el buen desempeño del departamento
u. Delegar sus funciones a los coordinadores de las unidades de su departamento cuando medien condiciones para realizar desconcentraciones técnicas y administrativas, conforme a lo establecido en este Estatuto y en los reglamentos respectivos. 
Inciso agregado por el Consejo Institucional en la Sesión No.2615. Articulo 12, del 25 de junio del 2009.Gaceta No.282 
6. En el artículo 63 se establecen las funciones de los directores de los departamentos de apoyo a la academia:
a. Planear, organizar, dirigir y evaluar las labores del departamento
b. Convocar y dirigir las sesiones del Consejo de Departamento
Inciso modificado por la Asamblea Institucional Representativa en la Sesión AIR-053-03, del 19 de marzo del 2003. (Gaceta 150)
c. Velar por el cumplimiento de los fines y objetivos del departamento
d. Ejecutar los acuerdos y resoluciones de la Asamblea Institucional, el Consejo Institucional, el Rector, los Vicerrectores y el Director de Sede, según corresponda
e. Preparar el plan anual de trabajo y el anteproyecto de presupuesto del departamento según las pautas señaladas por el superior jerárquico, y presentarlos al Director de Sede, Vicerrector, Rector, según corresponda, y hacerlo del cono-cimiento de su departamento
f. Presentar un informe anual de labores al Rector, Vicerrector o Director de Sede, según corresponda y a su departamento
g. Ejercer acción disciplinaria sobre los funcionarios del departamento, según lo establecido en este Estatuto Orgánico y los reglamentos respectivos
h. Promover la superación del personal a su cargo
i. Propiciar la coordinación de las labores de su departamento con las de otras unidades del Instituto o instituciones públicas y privadas
j. Formar parte del Consejo de Vicerrectoría o de Sede Regional respectivo
k. Representar al Vicerrector o Director de Sede respectivo cuando éste lo solicite
l. Presentar al Rector, Vicerrector o Director de Sede, según corresponda, las recomendaciones sobre nombramientos de personal
m. Realizar cualquier otra actividad necesaria para el buen desempeño del departamento
Artículo modificado por el Consejo Institucional en la Sesión 1483, Artículo 9, del 13 de abril de 1989. (Gaceta 42)
7. Que existe por lo tanto una diferenciación clara en el Estatuto Orgánico entre los Directores de Departamentos Académicos y de Apoyo a la Academia.
8. Que anterior al cambio del CEDA a Departamento, la Vicerrectoría de Docencia solamente contaba con Departamentos Académicos.
9. Que en la reforma planteada en el año 2007, la cual entre otros implica la transformación del CEDA como unidad a un Departamento de Apoyo Académico, se establece el Reglamento de funcionamiento del CEDA, en el cual se indica como artículo primero la naturaleza de este Departamento: “El Centro de Desarrollo Académico es un departamento de apoyo académico, adscrito a la Vicerrectoría de Docencia, de carácter asesor, cuyo objetivo general es coadyuvar con la labor de todas las escuelas de la institución en asuntos relacionados con programas y actividades de carácter académico”.  Labor sustancialmente distinta a la de un Departamento Académico.
Por lo tanto, se recomienda:
1. No integrar al Director del CEDA al Consejo de Docencia, dado que:
a. La función del CEDA es fundamentalmente apoyo técnico en su área de competencia a la Vicerrectoría de Docencia.
b. Por su parte el Consejo de Docencia es un órgano político de toma de decisiones en materia académica.
2.  Modificar el inciso j del artículo 63 del Estatuto Orgánico, para que excluya la función de formar parte del Consejo de Vicerrectoría o de Sede Regional respectivo a las Direcciones de los Departamentos de Apoyo a la Academia adscritos a la Vicerrectoría de Docencia
Sometida a votación
Acuerdo firme”
7. La Comisión de Estatuto Orgánico, en reunión celebrada el 22 de febrero del 2010, según consta en la Minuta No. 066-2010, analizó el criterio anteriormente transcrito,  y  al considerar que el Centro de Desarrollo Académico  es un ente Asesor, dispuso solicitar audiencia al Consejo de Docencia con el fin de escuchar los argumentos, y plantear la posibilidad de que el CEDA participe en el  Consejo de Docencia  con derecho a voz y sin voto.
8. El Consejo de  Docencia en la Sesión Nº 05-2010, del 07 de abril del 2010, recibió al señor Jorge Chaves, integrante de la Comisión de Estatuto Orgánico, quien expuso ante el Consejo de Docencia  la posición de la  misma.
9. En la reunión de la Comisión de Estatuto Orgánico, realizada el 19 de abril del 2010, según consta en la Minuta No. 069-2010, el señor Jorge Chaves amplió detalles sobre la  anuencia del Consejo de Docencia a la participación del CEDA en el Consejo de Docencia con derecho a voz, a solicitud de dicho Consejo. En dicha sesión se dispuso elevar al pleno del Consejo Institucional la propuesta de  modificación de los Artículos 39 y 63 (inciso  j), del Estatuto Orgánico;  para recibir su aval y para poder enviarla a  consulta a la comunidad institucional.
10. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2658, Artículo 8, del 29 de abril del 2010, envía consulta de la Comunidad Institucional, la propuesta  de  modificación de los Artículos 39 y 63 (inciso j) del Estatuto Orgánico.
11. La Comisión de Estatuto Orgánico en las reuniones No. 072-2010 del 19 de julio de 2010 y No. 073-2010 del 26 de julio de 2010, analizó e incorporó algunas de las observaciones enviadas por: El Consejo de Departamento del Centro de Desarrollo Académico (CEDA), Sr. Dagoberto Solano, Licda. Eva Meza Badilla, Consejo de Escuela de Agronomía, Máster Rosaura Brenes y el Lic. Álvaro Amador.
12. La Comisión de Estatuto Orgánico en la reunión No. 073-2010, del 26 de julio de 2010, dispuso elevar al Consejo Institucional para su conocimiento y aprobación la modificación del Artículo 39 del Estatuto Orgánico. 
ACUERDA:
a. Modificar el Artículo 39 del Estatuto Orgánico, relativa  a la “Participación del Director/a  del Centro de Desarrollo Académico en el Consejo de Docencia”, de la siguiente forma:
“ARTÍCULO 39
El Consejo de Vicerrectoría de Docencia estará integrado por el Vicerrector de Docencia, quien lo presidirá, los directores de las escuelas del Instituto y una representación estudiantil correspondiente al 25% del total de miembros del Consejo de Vicerrectoría de Docencia, designada por la Federación de Estudiantes del Instituto Tecnológico de Costa Rica.
Los directores de departamentos de apoyo a la academia adscritos a esta Vicerrectoría, con funciones de asesoría en materia académica, participarán en el Consejo de la Vicerrectoría, únicamente con derecho a voz.”
b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.”
2. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 12 de agosto de 2010, recibió el oficio de referencia CEDA-293-2010, suscrito por el M.A. Ulises Rodríguez Guerrero, Director del Centro de Desarrollo Académico, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, mediante el que presenta Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio contra el acuerdo del Consejo Institucional tomado en la Sesión Ordinaria No. 2673, Artículo 9, del 05 de agosto del 2010. “Modificación del Artículo 39 del Estatuto Orgánico, relativa a la “participación del Director/a del Centro de Desarrollo Académico en el Consejo de Docencia”.
3. El Consejo Institucional, en la Sesión No. 2675, realizada el 19 de agosto, 2010, conoce el Recurso de revocatoria con apelación en subsidio, presentado por el Centro (CEDA) y lo traslada a la Comisión de Estatuto Orgánico para su respectivo dictamen.
4. La Comisión de Estatuto Orgánico, en reunión realizada el lunes 23 de agosto del presente año,  según consta en la Minuta No. 076-2010, analizó el Recurso descrito en el punto anterior, y dispone solicitar audiencia al CEDA, con el fin de escuchar los argumentos de esa instancia.
5. La Ing. Nancy Hidalgo D., el día martes 31 de agosto del 2010, asistió a una audiencia en la que los personeros del CEDA expusieron las razones de su oposición; asimismo la Ing. Hidalgo presentó los argumentos esgrimidos por el Consejo Institucional para adoptar la decisión.  
6. El Artículo 71 del Reglamento del Consejo Institucional, estipula lo siguiente:
“Si se interponen ambos recursos a la vez, se tramitará la apelación una vez declarada sin lugar la revocatoria.  Cuando se trate de la apelación contra los acuerdos del Consejo Institucional que deba conocer la Asamblea Institucional Representativa en alzada, el Consejo Institucional se limitará a emplazar a las partes ante la Asamblea Institucional Representativa, sin admitir ni rechazar el recurso y remitirá el expediente respectivo ante el superior.  El término del emplazamiento no será inferior a cinco días hábiles.  El o los(as) interesados(as) en gestionar la apelación ante la Asamblea Institucional Representativa, deberán sujetarse a los plazos que indica el Reglamento de la Asamblea Institucional Representativa y sus reformas, para formalizarla ante ese órgano.”
7. La Comisión de Estatuto Orgánico dispone elevar al pleno  la siguiente propuesta.
ACUERDA: 
a. Declarar sin lugar en todos sus extremos, el Recurso de Revocatoria  con Apelación en subsidio, presentado por el M.A. Ulises Rodríguez Guerrero, Director del Centro de Desarrollo Académico, contra el acuerdo del Consejo Institucional de la Sesión Ordinaria No. 2673, Artículo 9, del 05 de agosto del 2010, con fundamento en los mismos argumentos utilizados por el Consejo Institucional al tomar dicho acuerdo.
b. Emplazar al recurrente, M.A. Ulises Rodríguez Guerrero, para que dentro del plazo estipulado por ley,  contado a partir de la comunicación de este acuerdo, haga valer sus derechos ante el Directorio de la Asamblea Institucional Representativa, en apego estricto al debido proceso legal, para los efectos del Recurso de Apelación presentado subsidiariamente.
c. Remitir copia del expediente en Apelación ante el Directorio de la Asamblea Institucional Representativa, para lo correspondiente.
d. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679.
ARTICULO 11.	Licitación Pública Nº 2010LN-000001-APITCR “Adquisición de Equipo de Cómputo
La señora Grettel Castro presenta la propuesta denominada: “Licitación Pública Nº 2010LN-000001-APITCR “Adquisición de Equipo de Cómputo”. (Adjunta a la carpeta de esta Acta), elaborada por la  Comisión  de Planificación y Administración.
El señor Isidro Álvarez consulta cuántas ofertas se presentaron.
La señora Grettel Castro responde que retiraron el cartel como diez empresas y a final solo dos ofertaron.
El señor Alexander Valerín agrega que en este caso fueron PC Central de Servicios con precios muy elevados por cada computadora y Componentes el Orbe.  Agrega que dentro de los adicionales de esta Licitación, también se contempló el costo de instalar las computadoras, por lo que, sugiere que la Administración considere el costo de instalación, para que se haga de forma expedita y para que se ahorre el tiempo del personal que se tiene en el Centro de Cómputo.
El señor Eugenio Trejos señala que esa preocupación la traslada al Consejo de Rectoría, para que el señor Alfredo Villareal, nuevo Director del Centro de Cómputo le dé seguimiento. 
Se somete a votación la propuesta con la modificación y se obtiene el siguiente resultado: 12 votos a favor, 0 en contra. Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 12 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió memorando VAD-245-2010, con fecha 25 de agosto del 2010, suscrito por el MAE. Jorge Mena Calderón, Vicerrector de Administración, dirigido a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual remite el informe de Licitación Pública Nº 2010LN-000001-APITCR “Adquisición de Equipo de Cómputo”.
2. En ese mismo oficio informa que la Licitación Pública Nº 2010LN-000001-APITCR “Adquisición de Equipo de Cómputo”, cuenta con el visto bueno de la Asesoría Legal, según oficio AL-458-2010.
3. El Departamento de Aprovisionamiento publica en el Diario Oficial La Gaceta No. 164 de fecha 24 de agosto del 2010, la prórroga de esta licitación, por un período de 40 días hábiles.
4. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión No. 362-2010, celebrada el 31 de agosto de 2010, inició la revisión del Informe final remitido por el Departamento de Aprovisionamiento, y dispuso continuar con la revisión en la reunión siguiente con el fin de hacer un análisis minucioso del mismo.
5. La Comisión de Planificación y Administración en la reunión No. 363-2010, celebrada el 07 de setiembre de 2010, revisó y discutió el Informe de Licitación y dispuso elevar la propuesta al Consejo Institucional, para su respectiva aprobación.
ACUERDA:
a. Adjudicar la Licitación Pública Nº 2010LN-000001-APITCR “Adquisición de Equipo de Cómputo”, a la empresa Componentes El Orbe S.A., por un monto a pagar de $632.343,70, en razón de que la oferta se ajusta a lo solicitado en el Cartel de la Licitación.
b. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679.
ARTICULO 12.	Creación de un inventario de equipo de cómputo en caso de contingencia
La señora Grettel Castro presenta la propuesta denominada: “Creación de un inventario de equipo de cómputo en caso de contingencia”. (Adjunta a la carpeta de esta Acta), elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. La computadora se ha convertido en una herramienta indispensable dentro del quehacer universitario, de manera que tanto en las labores académicas como de apoyo a la academia, requieren de la utilización de sistemas de información y por ende de equipos computacionales.
2. La incorporación de tecnologías como el TEC-Digital, hacen necesario dotar a todo el personal docente de la Institución con equipo de cómputo actualizado para poder desarrollar las labores académicas y de comunicación con el sector estudiantil.
3. Es importante velar para que los funcionarios de la Institución puedan desarrollar sus labores y éstas no se vean truncadas ante la falla de su equipo computacional.
4. El Instituto Tecnológico de Costa Rica, no cuenta con un conjunto de equipos computacionales de contingencia que le permita poder reaccionar de manera inmediata ante la falla física de un equipo computacional, o ante el robo, pérdida o extravío de éstos.
5. Para la adquisición de computadoras que se realiza cada año, la Institución reserva una cantidad aproximada de recursos, pero que se dan remanentes por la diferencia entre lo que cuestan dichos equipos y los recursos reservados, que dichos remanentes no alcanzan para comprar una computadora adicional, pero que si se suman si es posible la adquisición de varias computadoras adicionales.
6. En los últimos cinco años, todas las ofertas para adquisición de equipo computacional se han presentado en dólares y por ende la institución debe realizar los esfuerzos necesarios para garantizar un proceso que asegure el menor costo por diferencial cambiario.
7. La Comisión de Planificación y Administración, en reunión No. 363-2010, celebrada el 07 de setiembre de 2010, discute ampliamente el tema, y dispone elevar la propuesta al Consejo Institucional, para su aprobación.
SE PROPONE:
a. Solicitar a la Administración la creación de un fondo para mantener equipo de cómputo en caso de contingencia con remanentes que quedan entre lo reservado y lo que hay que pagar por la adquisición de equipo de cómputo a partir de la licitación la Licitación Pública Nº 2010LN-000001-APITCR y las siguientes licitaciones de equipo computacional. Los equipos de cómputo adquiridos con ese fondo serán administrados por el Centro de Cómputo, ente técnico dentro del Instituto Tecnológico de Costa Rica, bajo las siguientes directrices:
a.1  El inventario de estos equipos será de hasta un 1,5% de la plataforma de computadoras instalada institucionalmente y deberá de guardar proporcionalidad con los distintos tipos de computadoras definidas como estándares institucionales.
a.2  Este inventario de computadoras se renovará con la adquisición de equipo computacional cada año, poniendo a disposición del plan de renovación, las computadoras del inventario del año anterior y sustituyéndolas por las nuevas computadoras que se adquirirán, con el ánimo de mantener dicho inventario de equipos actualizados.
a.3  En caso de que los remanentes superen los montos requeridos para mantener este 1,5% de la plataforma institucional instalada, los fondos restantes deberán de utilizarse para aporte al plan de renovación Institucional de equipo computacional.
a.4  Para poder determinar el monto de los remanentes, el Departamento Financiero Contable, adquirirá los dólares correspondientes para el pago de dicha licitación, con base al monto reservado para la misma, en el período de tiempo que considere más conveniente entre la publicación del cartel y antes de la remisión del informe final de adjudicación al Consejo Institucional.
a.5  Dicho inventario de equipo de contingencia podrá utilizarse en los siguientes casos:
i. Sustitución temporal por reparación, o ejecución de garantías.
ii. Robo, extravío o pérdida del equipo, luego de demostrados los hechos ante la Institución.
iii. Actividades especiales de carácter temporal menores a una semana, como Asamblea Institucional Representativa, procesos electorales del Tribunal Institucional Electoral, recepción de solicitudes de becados, entre otras actividades.
a.6  Este inventario deberá incorporarse dentro del Plan de Adquisición de Tecnologías de Información.
a.7  El Centro de Cómputo deberá incluir dentro del informe de ejecución del Plan de Adquisición de Tecnologías de Información un apartado sobre la utilización de dicho inventario de equipo computacional.
El señor Alexander Valerín explica que la institución no cuenta con equipo de cómputo en caso de contingencia y ya ha ocurrido en varias ocasiones, que se han robado equipo o que se ha dañado y el proceso de compra para reponerlo dura mínimo dos meses.  De seguido procede a la lectura de la propuesta.
El señor Carlos Acuña manifiesta que le preocupa la cantidad de equipo y el porcentaje de computadoras, por la desactualización de las mismas por todo el tiempo de instalación.  Manifiesta que está de acuerdo con el plan de contingencia, es algo en lo que todos deben pensar.
El señor Alexander Valerín responde que don veinte computadoras y  que en la parte de actualización se incluyó un apartado donde se indica que  las computadoras se renueven cada año y la idea es que con los remanentes de la licitación se renueven por el plan y considera que  un año no es desfase tecnológico.
El señor Carlos Acuña consulta si incluyen servidores.
El señor Alexander Valerín responde que no, que estos están por aparte.
El señor Isidro Álvarez manifiesta que le preocupa el término  “fondo” porque el propósito final de la propuesta es que el Centro de Cómputo mantenga un stop de inventario al menos de  veinte computadoras para atender emergencias, usando los remanentes presupuestarios.  Agrega que la palabra “fondo” eventualmente le podría causar al Departamento de Financiero Contable, la falsa idea que es hacer un fondo de dinero con el fin específico de comprar computadoras.
El señor Eugenio Trejos consulta en términos de la Formulación Presupuesto 2011, cómo se visualiza poder hacer operativo este acuerdo.
El señor Alexander Valerín responde que el acuerdo se da operativo porque para comprar computadoras, la institución reserva cierta cantidad de dinero, y se dan remanentes, es decir, las computadoras se comprarían con lo que ya está presupuestado.
El señor Isidro Álvarez señala que la Normativa de Contratación permite la contratación hasta de un 50% y es una excepción, y le preocupa que este Consejo apruebe un acuerdo en ese sentido de que se utilicen los remanentes presupuestarios como que se interprete que es una autorización genérica, entonces tendría que darse que cada vez que haya una licitación una vez al año y si esto se toma como una política,  entonces el Consejo estaría obligado a analizar esa flexibilidad y justificarla legalmente, lo que sería como una autorización a largo plazo.
El señor Alexander Valerín señala que cuando se publica el cartel se dice cuánto es el monto que la institución reservó para ese cartel, no se adquiere más del monto reservado, es el mismo presupuesto.
La señorita Carol Chaves consulta por el uso de la rotación del inventario.
El señor Alexander Valerín responde que en caso de robo, la sustitución es definitiva, en caso de que se dañe es temporal.  Agrega que existe un plan de renovación institucional que presentó el Centro de Cómputo que establece una vida útil de tres años para las computadoras, entonces en el peor de los casos a un funcionario le puede tocar una computadora con un año de vida útil gastada.
La señora Grettel Castro considera que se debe tener presente que el Plan de Equipamiento aún considera que  en renovación de equipo los recursos no alcanzan, entonces en este caso habría ganancia.  
NOTA: El señor Jorge Chaves se retira a las 10:32 a.m. con permiso de la Presidencia. 
Se somete a votación la propuesta modificada y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra. Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado:   11 votos a favor, 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La computadora se ha convertido en una herramienta indispensable dentro del quehacer universitario, de manera que tanto en las labores académicas como de apoyo a la academia, requieren de la utilización de sistemas de información y por ende de equipos computacionales.
2. La incorporación de tecnologías como el TEC-Digital, hacen necesario dotar a todo el personal docente de la Institución con equipo de cómputo actualizado para poder desarrollar las labores académicas y de comunicación con el sector estudiantil.
3. Es importante velar para que los funcionarios de la Institución puedan desarrollar sus labores y éstas no se vean truncadas ante la falla de su equipo computacional.
4. El Instituto Tecnológico de Costa Rica, no cuenta con un conjunto de equipos computacionales de contingencia que le permita poder reaccionar de manera inmediata ante la falla física de un equipo computacional, o ante el robo, hurto, pérdida o extravío de éstos.
5. Según criterio técnico del Máster Alexander Valerín, ExDirector del Centro de Cómputo, la cantidad de equipo que se tiene en reparación por semana, es de aproximadamente entre 8 y 12 computadoras y se estima que se pueden dar casos de robo, hurto, extravío o pérdida, hasta por una cantidad similar, por lo que se considera que el 1.5% de la plataforma institucional instalada es adecuada para generar un inventario de equipo de computo de contingencia.
6. Para la adquisición de computadoras que se realiza cada año, la Institución reserva una cantidad aproximada de recursos, pero que se dan remanentes por la diferencia entre lo que cuestan dichos equipos y los recursos reservados, que dichos remanentes no alcanzan para comprar una computadora adicional, pero que si se suman si es posible la adquisición de varias computadoras adicionales.
7. En los últimos cinco años, todas las ofertas para adquisición de equipo computacional se han presentado en dólares y por ende la institución debe realizar los esfuerzos necesarios para garantizar un proceso que asegure el menor costo por diferencial cambiario.
8. La Comisión de Planificación y Administración, en reunión No. 363-2010, celebrada el 07 de setiembre de 2010, discute ampliamente el tema, y dispone elevar la propuesta al Consejo Institucional, para su aprobación.
ACUERDA:
a. Solicitar a la Administración la creación de un inventario para mantener equipo de cómputo en caso de contingencia. Los recursos se tomarán de los  remanentes que quedan entre lo reservado y lo que hay que pagar por la adquisición de equipo de cómputo a partir de la  Licitación Pública Nº 2010LN-000001-APITCR. 
Los equipos de cómputo adquiridos para este inventario serán administrados por el Centro de Cómputo, ente técnico dentro del Instituto Tecnológico de Costa Rica, bajo las siguientes directrices:
a.1  El inventario de estos equipos será de hasta un 1,5% de la plataforma de computadoras instalada institucionalmente y deberá de guardar proporcionalidad con los distintos tipos de computadoras definidas como estándares institucionales.
a.2  Este inventario de computadoras se renovará con la adquisición de equipo computacional cada año, poniendo a disposición del plan de renovación, las computadoras del inventario del año anterior y sustituyéndolas por las nuevas computadoras que se adquirirán, con el ánimo de mantener dicho inventario de equipos actualizados.
a.3  En caso de que los remanentes superen los montos requeridos para mantener este 1,5% de la plataforma institucional instalada, los fondos restantes deberán de utilizarse para aportar al plan de renovación Institucional de equipo computacional.
a.4  Para poder determinar el monto de los remanentes, el Departamento Financiero Contable, adquirirá los dólares correspondientes para el pago de dicha licitación, con base al monto reservado para la misma, en el período de tiempo que considere más conveniente entre la publicación del cartel y antes de la remisión del informe final de adjudicación al Consejo Institucional.
a.5  Dicho inventario de equipo de contingencia podrá utilizarse en los siguientes casos:
iv. Sustitución temporal por reparación, o ejecución de garantías.
v. Robo, hurto, extravío o pérdida del equipo, luego de demostrados los hechos ante la Institución.
vi. Actividades especiales de carácter temporal menores a una semana, como Asamblea Institucional Representativa, procesos electorales del Tribunal Institucional Electoral, recepción de solicitudes de becados, entre otras actividades.
a.6  El Centro de Cómputo deberá incluir dentro Plan de Adquisición de Tecnologías de Información y en sus informes de ejecución, un apartado sobre la utilización de dicho inventario de equipo computacional.
b. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679. 
ARTICULO 13.	Modificación al inciso b, punto 7 de los Lineamientos para la Ejecución del Presupuesto 1999
La señora Grettel Castro presenta la propuesta denominada: “Modificación al inciso b, punto 7 de los Lineamientos para la Ejecución del Presupuesto 1999”. (Adjunta a la carpeta de esta Acta), elaborada por la Comisión de Planificación y Administración, la cual dice:
CONSIDERANDO QUE:
1. El Consejo Institucional en Sesiones Ordinarias No. 2037, 2038 y 2039, aprobó los Lineamientos para la Ejecución del Presupuesto 1999 y sus modificaciones.
2. La Comisión de Planificación y Administración en reunión No. 359-2010, celebrada el 09 de agosto de 2010, en el apartado de correspondencia, recibe por traslado del Consejo Institucional, el oficio VIE-595-10, de fecha 27 de julio del 2010, suscrito por el Dr. Dagoberto Arias Aguilar, Vicerrector de Investigación y Extensión, dirigido al M.Sc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional; por lo que se discute el tema y dispone realizar la revisión respectiva, ya que estos Lineamientos datan de varios años.
3. La Comisión de Planificación y Administración en reunión No. 361-2010, celebrada 23 de agosto de 2010, retoma el tema anteriormente mencionado y dispone enviar nota al Lic. Carlos Segnini, Director de la Oficina de Asesoría Legal, con el fin de que emita el criterio sobre la vigencia de los lineamientos denominados “Modificación a los Lineamientos para la Ejecución del Presupuesto 1999.
4. La Comisión de Planificación y Administración mediante oficio SCI-599-2010, de fecha 24 de agosto de 2010, solicita al Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director de la Oficina de Asesoría Legal, el criterio legal sobre la vigencia de los lineamientos mencionados en el considerando supra citado. 
5. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió oficio AL-465-10, de fecha 30 de agosto del 2010, suscrito por el Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director de Asesoría Legal, dirigido a la BQ. Grettel Castro Portuguez, Coordinadora de la Comisión de Planificación y Administración, en el cual emite criterio consultado en oficio SCI-599-2010, que en lo conducente indica:
“…Los lineamientos no han vuelto a sufrir variante alguna, con lo cual se concluye que se mantienen vigentes aquellos que se aprobaron en la Sesión 2039 y que fueron publicados en la Gaceta No. 84 del año 1999.”
6. El Consejo Institucional en la Sesión No. 2678, Artículo 9, “Análisis de la normativa institucional” con el propósito de eliminar contradicciones, repeticiones o vacíos de la normativa institucional, acordó la jerarquía de la normativa institucional, dentro de cual no se encuentran los lineamientos, ya que como se indica en la parte final del inciso d. del mencionado acuerdo: 
“Los procesos de planificación institucional requieren la definición de políticas, objetivos y metas y los procesos administrativos requieren la definición de lineamientos. Todos estos instrumentos serán definidos en estricto apego a la normativa institucional, la cual definirá la preponderancia entre ellos. (lo destacado en negrita no es del original)
7. La Comisión de Planificación y Administración, en reunión No. 363-2010, celebrada el 07 de setiembre de 2010, conoce el dictamen legal, discute ampliamente el tema y dispone elevar una propuesta de modificación a los Lineamientos de Ejecución del Presupuesto 1999, al Consejo Institucional para su aprobación.
SE PROPONE:
a. Modificar el inciso b, punto 7, que dice:
“Todo profesor, en su jornada ordinaria, debe impartir al menos un curso por semestre”
Para que se lea:
“Todo profesor, debe impartir por semestre al menos un curso o en su defecto ejecutar un proyecto de investigación y extensión, debidamente aprobado por el Consejo de Investigación y Extensión”.
b. Solicitar a la Administración realizar una revisión integral de los Lineamientos de Ejecución Presupuestaria para el año 2011, de acuerdo a la realidad presupuestaria quinquenal y en el marco del acuerdo del Consejo Institucional de la sesión No. 2678, artículo 9, “Análisis de la normativa institucional” y presentar la propuesta al Consejo Institucional a más tardar el 30 de noviembre de 2010.
La señora Grettel aclara que el Vicerrector de Investigación y Extensión envió un acuerdo de ese Consejo, solicitando para el caso de los investigadores que se deberían contratar en algunos proyectos y solo para un proyecto específico tiene el inconveniente de esa norma que no les permite la contratación, porque ingresaría como profesor y estaría obligado a dar un curso.  De acuerdo con el Estatuto Orgánico la definición de profesor dice que estos son contratados indistintamente para docencia, investigación o extensión, según la situación presupuestaria de 1999 esta es muy diferente a la de este año, existen personas que son buenos investigadores y pésimos docentes o viceversa y obligarlos a hacer las dos cosas a la vez es incongruente, también es incongruente con lo que se definió en el Tercer Congreso Institucional, de que la investigación es la actividad principal del TEC.  Considera importante que la investigación se transfiera y se interrelacione con la docencia.  Agrega que la idea de modificarlo en este momento es para dar respuesta a esa solicitud; sin embargo, dentro de la revisión integral que debe hacer la Administración para los Lineamientos de Ejecución, debería analizarse si es conveniente mantenerlo para el año entrante. Solicita que se incorpore un inciso para considerar lo del inventario dentro de los Lineamientos de Ejecución, para las computadoras.
El señor Eugenio Trejos señala que este tema es de fondo a nivel institucional, como un académico puede pasar a dedicar todo su tiempo a investigación, la política fue de que todas las personas académicas tuvieran que impartir al menos un curso porque en el pasado en el TEC se tenía una división de investigación, pero cuando se modificó el Estatuto Orgánico muchos profesores académicos pasaron a escuelas y departamento y ahí tenían que cumplir labores docente y hubo mucha polémica por parte de esas personas que solo se habían dedicado a la investigación, incluso argumentaron que la institución les había contratado como investigadores y no como profesores.  Comenta que con el desarrollo de la investigación algunos proyectos de investigación que requieren de contratar a académicos solo para la investigación de ese proyecto, entonces esa política general rosa con esta exigencia.
La señora Grettel Castro considera que se debe valorar la posibilidad presupuestaria dándole fondo a lo que se acordó en el Tercer Congreso.
El señor Alexander Valerín señala que se debe analizar los casos de contingencias, ya que si un investigador no puede continuar con su labor, ya sea por incapacidad u otro motivo, debe contratarse a otro investigador para cumplir con el compromiso con el sector productivo.
El señor Carlos Acuña solicita que le esclarezcan si un profesor puede decidir entre dedicarse a profesor o a investigar, porque es inconcebible que un investigador no transmita  el conocimiento, entonces pregunta ¿cómo funciona y si hay alguien que valora los resultados y cómo se transmiten?
La señora Grettel Castro aclara que la investigación no se da porque a ella se le ocurra, sino se aprueba una propuesta que va filtrada por el Consejo de Escuela y el Consejo de Investigación y Extensión. Agrega que se puede tener la evidencia como estudiante de haber tenido como profesor un excelente investigador, pero como profesor no, esta no es la única excepción
MOCION DE ORDEN: Al ser las 11:20 am, el señor Eugenio Trejos somete a votación moción de orden  para pasar al punto de Asuntos del Foro, en virtud de que las personas invitadas estaban citadas para las 11 a.m., y ya están esperando, y se obtiene el siguiente resultado:  11 votos a favor, 0 en contra.
ASUNTOS DE FONDO
ARTICULO 14.	Modelo de Gestión por Competencias Laborales en el ITCR
INVITADAS: Dra. Hannia Rodríguez y la Máster Carolina Redondo.
NOTA: Ingresan las personas invitadas a las 11:25 a.m. 
El señor Eugenio Trejos da la bienvenida a las invitadas y les cede el uso de la palabra.
La señora Hannia Rodríguez agradece la oportunidad para realizar la presentación.  Introduce el tema y explica la estructura de la presentación y expone el fundamento del proyecto. De seguido le cede el uso de  la palabra a la señora Carolina Redondo para que haga la presentación.
La señora Carolina Redondo continúa con la presentación:
Propuesta Implementación del Modelo de Competencias Laborales
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La señora Grettel Castro consulta si es posible contar con el impacto presupuestario que significa decidirse por esta propuesta.  
La señora Carolina Redondo señala que será difícil antes del desarrollar el plan piloto.
La señora Hannia Rodríguez añade que conociendo las situaciones presupuestarias, hay que ajustarse a la realidad, lo que implicaría un ajuste en cuanto a estructura organizacional, clases de puestos, todo a nivel técnico.  Señala que no es posible en este momento definir el impacto presupuestario.
La señorita Carol Chaves cuestiona sobre la coordinación de la evaluación del desempeño y docencia, en el sentido de que el modelo pretende que las personas trabajen destrezas personales y técnicas.  Además, consulta si se tiene reestructuración de capacitación para el fomento de las competencias del personal activo, es decir si se puede visualizar con un plan a largo plazo.
La señora Hannia Rodríguez responde que ayer se hizo la presentación al Consejo de Docencia, y ahí se manifestaron las inquietudes; y sobre la evaluación, una vez que se tenga diseñado el plan piloto, va a haber representación de escuelas y departamentos que puedan tomar decisiones en este sentido.
La señora Carolina Redondo agrega que ese modelo de trasferencia se nota en el plan piloto, porque se deben unificar las competencias de los colaboradores.
El señor Alexander Valerín consulta que si con la puesta en marcha, los sistemas de información que adquirió la Vicerrectoría de Administración, se limitan a esos sistemas.  Agrega que visualiza muy extenso el periodo del  plan piloto, prácticamente dos años.
La señora Hannia Rodríguez responde que se está trabajando de acuerdo a ellos.  Resalta que la UCR ha trabajado en el sistema y tiene su estructura, ya lo implementó y su sistema salarial se mantiene, la única variación fue trasladar el porcentaje de antigüedad de incentivos médicos a todos los colaboradores de la universidad.
La señora Lilliana Harley felicita por el sistema y comenta que se  debe usar la selección del personal por competencias, que es más justo para la persona que trabaja porque ya el TEC cuenta con esas ventajas y no es mucha la inversión y los cambios serán grandes.
La señora Grettel Castro consulta si han valorado el hecho de ejecutar un plan piloto, antes de aprobar el modelo para ver cómo funciona en el TEC y una vez con los resultados del plan piloto, se decidan.
La señora Hannia Rodríguez señala que se cuenta con personal, pero no se seguirá contratando personal que no cumple con un antes y un después.
La señora Carolina Redondo indica que en el plan piloto no es conveniente trabajar con toda la institución, sería trabajar en cuatro dependencias, porque se necesita el apoyo y compromiso.
El señor Carlos Roberto Acuña manifiesta que ha escuchado cinco veces que aquí hay personal bueno, malo y remalo, aquí la gente está en un modelo de confort, si se le asegura de que se sacará al malo, está bien, pero si no es así, será  un plato de babas; lo anterior por cuanto se generaría expectativa.
La señora Hannia Rodríguez responde que ese asunto no es competencia del Departamento de Recursos Humanos, más bien debe verse a la par de una decisión institucional.
El señor Carlos Roberto Acuña comenta que él ha trabajado en instituciones en que este modelo ha trabajado bien, en donde la curva para arriba va para abajo, si las personas que no sirven siguen ahí, el modelo no va con él, habría que hacer una valoración.
El señor Alexander Valerín aclara que no es que se opone, sino que le preocupa lo de los dos años para el plan piloto.
La señora Grettel Castro cree importante ver esta labor en la tarea que hace el Consejo Institucional, sobre revisión de normativa para alcanzar la eficacia.
La señorita Carol Chaves señala que en la acreditación se exige este modelo y no se pueden quedar atrás.
El señor Eugenio Trejos secunda a la señorita Carol Chaves y dice que más bien van a tener que transitar en el tema, máxime que las otras universidades ahondaron el tema.  
NOTA: El señor Eugenio Trejos da las gracias a las personas invitadas y se retiran  a las  12:15 pm.
NOTA: El señor Eugenio Trejos se retira a las 12:15 p.m. en razón de que tiene que asistir a una reunión al CONARE, por lo que solicita que continúe presidiendo otra persona. Continúa presidiendo la señora Claudia Zúñiga. 
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679.
CONTINUACION ASUNTOS DE FONDO. ARTÍCULO 13. Modificación al inciso b, punto 7 de los Lineamientos para la Ejecución del Presupuesto 1999
La señora Claudia Zúñiga le cede la palabra a la señora Grettel Castro, quien presenta moción para incorporar un considerando y un inciso c. a la propuesta.
El señor Carlos Roberto Acuña señala que llama la atención de que si hay un investigador no lo pueden obligar a ser docente, pero también cree que no se le está ayudando para que pueda cambiar esa forma de trabajo, si está en una universidad deben darse las herramientas para que puede hacer ese cambio, por lo que llama al proceso de reflexión.
La señora Claudia Zúñiga señala que es un cambio pequeño pero relevante, quizá se podría hacer un congreso con las otras universidades para conocer su experiencia.  Agrega que hay investigadores que pueden aportar mucho dando charlas, hay que buscar un mecanismo.
NOTA: El señor Jorge Chaves ingresa a las 12:33 pm. 
El señor Alexander Valerín señala que no se debe perder de vista en el marco en que están, y advierte que se está solicitando que se haga una revisión a los Lineamientos de forma integral. Precisa que al 30 de noviembre se debe presentar una propuesta. Mejora la redacción del inciso c.   Agrega que no hay excepción, todo profesor debe impartir un curso.  Añade que si una persona no tiene la destreza de dar un curso, hay que valorar qué es mejor, porque hay estudiantes que se retiran de los cursos por esta razón, hay que sopesar bien esta situación, ambos son valores, consideran que no debe ser obligante.
MOCION DE PRORROGA: La señora Claudia Zúñiga presenta moción para prorrogar la sesión por una hora y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor, 0 en contra. 
La señorita Andrea Navas presenta moción para que la propuesta  no se vote en esta sesión, con el fin de analizar la propuesta  de forma exhaustiva, ya que tiene muchas inquietudes.
La señora Grettel Castro ante la petición de la señorita Andrea Navas manifiesta su decisión de retirar la votación de la propuesta durante esta sesión, con el fin de que la representación estudiantil la estudie y que la misma sea analizada en la próxima sesión.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679.
ARTICULO 15.	Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre Proyecto de Ley “Adición de varios párrafos al artículo 4 de la LGAP’ sobre transparencia institucional y resguardo efectivo del derecho de petición, el derecho a la información, la rendición de cuentas y el deber de probidad), el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17531.
La señora Bertalía Sánchez aclara que esta propuesta fue conocida y discutida en la sesión pasada; sin embargo, no fue votada en razón de que era necesario hacerle unas mejoras a la redacción, por lo que le dará lectura únicamente a los cambios realizados.
La señora Nancy Hidalgo propone modificar la palabra competencias por facultades. 
Se procede a la lectura  de los cambios realizados a la propuesta.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 9 votos a favor 2 en contra. Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 9 votos a favor 2 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió Boleta de Comunicación Ref. 448-10, con fecha 22 de julio de 2010, en la que se adjunta copia del oficio recibido de la Asamblea Legislativa CJ-182-07-10, en el que solicitan el criterio sobre el Proyecto de Ley “Adición de varios párrafos al artículo 4 de la Ley General de Administración Pública sobre transparencia institucional y reguardo efectivo del derecho de petición, el derecho a la información, la rendición de cuentas y el deber de probidad”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17.531.
2. Mediante oficios SCI-523-2010 y SCI-524-2010, de fecha 29 de julio de 2010, suscritos por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigidos a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional y al Lic. Carlos Segnini, Director de Asesoría Legal, donde se solicita emitir el respectivo criterio sobre el Proyecto de Ley “Adición de varios párrafos al artículo 4 de la Ley General de Administración Pública sobre transparencia institucional y reguardo efectivo del derecho de petición, el derecho a la información, la rendición de cuentas y el deber de probidad”.
3. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió oficio SCI-553-2010, de fecha 09 de agosto de 2010, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido a Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite criterio en relación al Proyecto de Ley “Adición de varios párrafos al artículo 4 de la Ley General de Administración Pública sobre transparencia institucional y reguardo efectivo del derecho de petición, el derecho a la información, la rendición de cuentas y el deber de probidad”, el cual se transcribe a continuación:
“   PRIMERO:
ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY
La parte central de la reforma pretendida va orientada al derecho de petición contenido en el Artículo 27 de la Carta Magna, derecho que tiene la obligación correlativa de responder dentro del plazo legal establecido, ello dentro del mecanismo previsto para gestionar dentro de la Administración Pública, disposiciones legales que guardan conexidad con el  Principio de Rendición de Cuentas, relacionado con el artículo 11 de la Carta Fundamental  y el Deber de Probidad contenido en los en el artículo 3 y 4  de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, aspectos también regulados en  la Ley General de la Administración Pública, de una manera menos enfática, como un mecanismo para controlar y proteger la Hacienda Pública, arista que involucra en algunas oportunidades entrabamientos con el acceso a la información pública, misma que tiene limitaciones y  un rango de protección en nuestro ordenamiento jurídico, tal y como lo citan los comentarios al presente proyecto de ley,  mismas que están claramente definidas en una opinión de la Procuraduría General de la República (OJ-62-2009, de fecha 21 de julio de 2009), donde se nos refiere a la regulación fundamental contenida en el artículo 24 de la Carta Política encargado de tutelar el  Derecho a la Intimidad, que solo puede ser  accesado por Reserva de Ley, o sea, requiere que una ley faculte  el poder conocer la citada información en concordancia con lo preceptuado por la ley y la Constitución Política, ello por estar en la esfera de la confidencialidad, supuesto éste último que tiene sus límites y regulación en el artículo 30 de la Carta Magna que reza “…Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público. Quedan a salvo los secretos de Estado…”,  precepto normativo que es congruente con la tesis de la Sala Constitucional que de manera reiterada y vinculante  mediante  el voto 880-90, analiza los límites al derecho de información de la manera siguiente: "Dos únicas limitaciones contempla el artículo 30 de la Constitución Política en cuanto a obtener información de los departamentos administrativos: a) que el asunto sobre el cual se requiere información sea de interés público y b) que no se trate de secretos de Estado.  El secreto de Estado sólo se refiere a asuntos de seguridad, de defensa o de relaciones exteriores de la Nación. Así el derecho a la información sobre determinada actividad, ventaja o derecho que un particular ostente estaría vedado por lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución Política, cosa que no sucede en cuanto al funcionario público, por el evidente interés que para la comunidad representa el poder estar debidamente informada de su actividad, del buen o mal desempeño en el ejercicio de su cargo, de las ventajas o no que el nombramiento conlleva y de los derechos que como tal obtiene, fundamentalmente en cuanto éstos sean de índole económica, pues entratándose de fondos públicos son los administrados en general o como usuarios del servicio, los que los pagan con sus contribuciones y tienen el derecho de saber cómo se administran y se gastan éstos. Toda la actividad del funcionario público es evidentemente de interés público - no sólo en buena lógica- sino por propia definición del artículo 113 de la Ley General de la Administración Pública ya que el desempeño de sus funciones debe estar encaminado primordialmente a la satisfacción de aquél y en cuanto se separe de aquella finalidad -que le envuelve como tal- estará faltando a lo que constituye la esencia de su función. Conlleva pues lo expuesto, el derecho que tiene todo administrado de obtener información en cuanto se refiere a la actividad del funcionario en el desempeño de sus funciones, de sus emolumentos y de la forma en que se administran los fondos públicos en general y las obligaciones del servidor público de rendirlos a la comunidad". (Voto 880-90)…”, 
SEGUNDO:
Que una vez aclarada la posición de la Sala Constitucional misma que al respecto, solo contempla dos aspectos para accesar la información en poder de la Administración Pública, se procede a indicar el texto mediante el cual la  presente excitativa legislativa pretende reformar el artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública, mismo que de seguido se expone:
“ARTÍCULO 1.-	Adiciónanse varios párrafos al artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública No. 6227, en su libro primero del régimen jurídico, título primero Principios Generales, capítulo único, que dirá:
“Artículo 4.-
[...]
Se garantiza el principio de transparencia institucional y el resguardo efectivo del derecho de petición, el derecho a la información, la rendición de cuentas y el deber de probidad de todas y todos los habitantes de la República ante los entes públicos, incluidas las instituciones autónomas y empresas públicas estatales.
La información solicitada deberá entregarse en un plazo máximo de diez días hábiles, que rigen a partir del recibido formal de la solicitud.
Estas entidades podrán acordar que la información solicitada es confidencial por tratarse de asuntos corporativos relativos a la competitividad, únicamente por disposición debidamente motivada y razonada, la cual será votada afirmativamente por las dos terceras partes de los miembros de la junta directiva respectiva o tomada por el jerarca superior de mayor jerarquía, según corresponda a cada entidad.”
ARTÍCULO 2.-	Inhabilítase hasta por diez años en el ejercicio de cargos públicos a los funcionarios que sin causa justa violenten las alcances de la esta Ley, al limitar la transparencia interinstitucional y transgredir el derecho de petición, el derecho a la información, la rendición de cuentas y el deber de probidad de todas y todos los habitantes de la República ante los entes públicos, incluidas las instituciones autónomas y empresas públicas estatales, con las salvedades hechas.
ARTÍCULO 3.-	Será sancionado con una suspensión sin goce de salario, hasta por seis meses, al auditor y/o encargado de control interno de la entidad pública que al tener conocimiento de la violación de los preceptos de esta Ley, no denuncie oportunamente la misma.
ARTÍCULO 4.-	Impóngase un multa de cien salarios base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”,  que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial,  de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción, a cargo de la entidad pública que violente los alcances de esta Ley. Dicha multa no podrá tomarse en cuenta como costo y por ende no tendrá ningún impacto en las tarifas de los servicios que se presten.
ARTÍCULO 5.-	Téngase por derogada toda norma que contenga disposiciones contrarias a la presente Ley.
Rige a partir de su publicación…”.
TERCERO:
Que disposiciones como estas, se encuentran contenidas y vigentes en los cuerpos normativos que protegen la Hacienda Pública, por lo que la modificación propuesta es conteste y conforme con el resto del ordenamiento jurídico.
RECOMENDACIÓN
Por todos los aspectos antes esgrimidos, no encuentra esta Asesoría motivos para no apoyar el presente proyecto de ley, que no roza con el resto de normas que rigen la función pública como tal”.
4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio AL-455-10, de fecha 24 de agosto de 2010, suscrito por el Lic. Carlos Segnini Villalobos, Director de la Oficina de Asesoría Legal, dirigida a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite el criterio en relación al Proyecto de Ley “Adición de varios párrafos al artículo 4 de la Ley General de Administración Pública sobre transparencia institucional y reguardo efectivo del derecho de petición, el derecho a la información, la rendición de cuentas y el deber de probidad”, el cual en lo conducente dice:
“1.  En cuanto al párrafo 1 de lo que se adicionaría en el artículo 4 se señala “Se garantiza el principio de transparencia institucional y el resguardo efectivo de derecho de petición[footnoteRef:0], el derecho a la información[footnoteRef:1], la rendición de cuentas [footnoteRef:2]y el deber de probidad de todas y todos los habitantes de la República ante los entes públicos, incluidas las instituciones autónomas y empresas públicas estatales”. [0:  Artículo 27 de la Constitución Política]  [1:  Artículo 30 de la Constitución Política]  [2:  Artículo 11 de la Constitución Política] 

Inicialmente los principios ahí enunciados son conocidos y reconocidos jurídicamente. Quizás el aporte que valdría la pena resaltar es la positivización del principio de transparencia que de por sí ya era  aplicable, siendo que mediante esta reforma se estaría poniendo en letra  articulada.
En cuanto al derecho de petición, información y rendición de cuentas, son derechos fundamentales y obligaciones que debe garantizar el Estado, de carácter precisamente constitucional y resguardado en nuestra Carta Magda. Por lo cual ya existe una protección jurídica plena,  no siendo esto más que una reiteración o réplica en el plano legal de una norma de carácter superior constitucional. Esto a nuestro parecer es innecesario puesto que ya existe el régimen jurídico que garantiza estos derechos y principios.
Por otro lado, el deber de probidad es también un principio ya resguardado en el artículo 3  y sancionada  su violación en el artículo 4 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la función Pública y su Reglamento, por ello deviene en innecesaria  esta reforma o adición, o lo que es lo mismo estamos nuevamente ante una duplicidad normativa.
2.    En cuanto al segundo párrafo del proyecto de adición dice “La información solicitada deberá entregarse en un plazo máximo de diez días hábiles, que rigen a partir del recibo formal de la solicitud”. Este plazo ya es conocido, aplicado y aceptado por la jurisprudencia patria,  como un ejercicio derivado del artículo 27 de la Constitución Política y desarrollado en  el 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que impone al funcionario público la obligación jurídica de responder la peticiones de cualquier persona .
Salvo que el ordenamiento jurídico disponga un plazo distinto para responder alguna petición o gestión de un particular (la respuesta puede ser favorable o no al administrado), la respuesta debe darse dentro de los diez días hábiles siguientes a la recepción de la petición, como lo ordena el artículo 32 citado. Si la respuesta no pudiese brindarse por razones justificadas, la Administración se encuentra en la obligación jurídica de comunicar al gestionante, dentro del mismo plazo de 10 días hábiles,  las razones por las cuales no puede dar respuesta a lo pedido, explicación que deberá ser escrita, clara profusa, detallada y razonable. Esta es la jurisprudencia aceptada y vinculante que está operando en nuestro país y que este proyecto lo que hace es llevarlo al plano legal, lo cual a nuestro entender no aporta nada al ordenamiento jurídico costarricense.
3.   El párrafo tercero es válido, sin embargo ya existe esta  potestad discrecional del sector público de motivar y fundar sus actos para declarar confidencial o de interés institucional un asunto. Por lo demás no pareciera congruente que esta parte de la adición deba estar en este artículo.
4.   En cuanto a los artículo 2, 3 y 4 de proyecto, consideramos que es una inexactitud el pretender poner en un artículo ubicado en la parte dogmática y 
declaratoria de principios de una Ley General de la Administración Pública, materia sancionatoria. Quizás el proyecto no es claro en este sentido, pero no se entiende en que parte orgánica de la Ley iría esa propuesta, pues lo suyo sería introducirlo en el capítulo de responsabilidades  de los funcionarios públicos y no en este apartado.
5.   En relación al artículo 3 del proyecto, en donde se cierne una amenaza de sanción sobre los auditores o personas encargadas del control interno de una institución, valga la observación del punto anterior... 
CONCLUSIÓN
· Es criterio de esta oficina que la no conformidad de una declaratoria de  confidencialidad de una información institucional, puede ser cuestionada mediante mecanismos legales ya existentes, como lo es la revisión de los actos administrativos en cuanto a los elementos que conforman estos (motivo, contenido y fin), sin que sea necesario llevar adelante toda una reforma legal al respecto.
· Por otro lado el proyecto planteado adolece en su generalidad de una visión sistemática del derecho como un sistema coherente y ordenado de normas jurídicas...
· Por último este proyecto, es una nueva muestra de la duplicidad y hasta triplicidad normativa que existe en nuestro país y que en nada contribuye a la claridad de derecho aplicable, sino más bien viene a hacer más complejo, enmarañado y confuso nuestro ordenamiento, de frente al ciudadano común que es en definitiva el primer usuario del mismo…”
6. En la Sesión Ordinaria No. 2678, celebrada el 2 de setiembre del 2010, se conoció la propuesta presentada por la presidencia y en la discusión de la misma se dispuso adaptar redacción de la propuesta para ser votada en la siguiente sesión y cumplir con el plazo concedido por la Comisión remitente.
ACUERDA: 
a. No apoyar el Proyecto de Ley “Adición de varios párrafos al artículo 4 de la Ley General de Administración Pública sobre transparencia institucional y reguardo efectivo del derecho de petición, el derecho a la información, la rendición de cuentas y el deber de probidad”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17.531.
b. Solicitar a la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, revisar las facultades  otorgadas por la Ley General de Control Interno a las auditorías internas y los entrabamientos que esta Ley ha venido a ocasionar en todas las instituciones públicas en virtud de los sub-efectos no deseados, que atentan contra la eficiencia administrativa y provocan una disminución en la participación de personas  aspirantes a ocupar puestos de responsabilidad de mando. 
c. Comunicar. ACUERDO FIRME-
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679.
ARTICULO 16.	Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre “Proyecto de Ley de Competitividad del Estado Costarricense”, el cual se tramita bajo el Expediente  Legislativo No. 17.623
La señora Nancy Hidalgo presenta la propuesta denominada: “Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre “Proyecto de Ley de Competitividad del Estado Costarricense”, el cual se tramita bajo el Expediente  Legislativo No. 17.623”. (Adjunta a la carpeta de esta acta), elaborada por su persona y procede a la lectura. 
NOTA: La señora Rocío Poveda se retira a la 1:58 p.m. 
MOCION DE ORDEN: La señora Claudia Zúñiga, al ser 2:00 p.m., somete a votación moción para ampliar la sesión por quince minutos más, y se aprueba con 10 votos a favor, 0 en contra.
El señor Isidro Álvarez propone mejorar la redacción en el inciso b, eliminando la palabra “legal”, porque como son proyectos políticos, la Sala velaría por ese apego.
La señora Grettel Castro señala que la argumentación ya está dada en los considerandos, por lo que, no es necesario; propone eliminar e inciso b. 
El señor Carlos Roberto Acuña señala que no conoce el proyecto pero por la lectura ve que es una sopa de un montón de cosas, lo único que entiende es la eliminación del SETENA. Agrega que quizá el proyecto pretende mejorar aún más la democratización, considera que si alguien pudiera hacer un resumen de lo que leyeron hoy, además desconoce hasta qué punto las universidades deben opinar en todo esto; concluye que ni en un mes de estudio  del Proyecto, puede tomar posición a favor o en contra.
NOTA: La señora Rocío Poveda ingresa a las 2:05 p.m. 
La señora Nancy Hidalgo señala que el derecho de manifestarse sobre proyectos de Ley está en la Constitución Política.  Agrega que es cierto que el Proyecto es muy extenso y señala los pormenores del proyecto. Sintetiza que se elimina la participación ciudadana de las minorías y se deja en manos de personas designadas por el Ministro. Añade que la exclusión del CONARE es muy importante para las universidades y de mucho interés.   Considera que tiene razón en no querer votarlo si no lo conoce.   
Se mejora el texto del  propone b,  y se elimina el c.
El señor Jorge Chaves señala que el Proyecto es bien extenso, precisamente porque toca a muchas instituciones. Resalta lo peligroso que es que las decisiones se tomen solo desde una perspectiva, esto es motivo para sacar un pronunciamiento para oponerse a una ley de esta naturaleza.
El señor Alexander Valerín señala que el Proyecto consta de 149 páginas y los considerandos son muy extensos, quizá lo importante es hacer un resumen para dedicarse a aspectos puntuales.
La señora Claudia Zúñiga señala que si lo que se busca es agilizar el Estado, en una dictadura se toman rápido las decisiones.  Agradece a la gente que se lo estudió.
La señora Grettel Castro manifiesta que le gustaría disponer de los Proyectos de ley, en el momento en que se registra en la  correspondencia, para tener mejor criterio, por lo que solicita que se cuente con el Proyecto de ley digital previamente.  Manifiesta que está de acuerdo con la propuesta de oponerse a la aprobación del mismo.
Se modifica la propuesta.
Se somete a votación la propuesta y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor 0 en contra.
Se somete a votación la firmeza del acuerdo y se obtiene el siguiente resultado: 11 votos a favor 0 en contra.
Por lo tanto, el Consejo Institucional:
CONSIDERANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió Boleta de Comunicación Ref. 483-10, con fecha 05 de agosto de 2010, en la que se adjunta copia del oficio recibido de la Asamblea Legislativa CG-228-2010, en el que solicitan el criterio sobre el Proyecto de Ley “Competitividad del estado costarricense”, el cual se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17.623.
2. El Consejo Institucional en Sesión No. 2674, en el punto de Correspondencia, decidió solicitar a la Ingeniera Nancy Hidalgo la elaboración de una propuesta de pronunciamiento sobre el Proyecto de Ley “Competitividad del estado costarricense”, que incluya la posición de la Licenciada Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, la de la Escuela de Química y el criterio de la Ingra. Hidalgo.
3. Mediante oficios SCI-563-2010 y SCI-564-2010, de fecha 12 de agosto de 2010, suscritos por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigidos a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional y al Lic. Walter Vargas Mena, Director Escuela de Química, donde se solicita emitir el respectivo criterio sobre el Proyecto de Ley “Competitividad del Estado Costarricense”.
4. La Secretaría del Consejo Institucional recibió Oficio SCI-582-2010, con fecha 19 de agosto de 2010, suscrita por la Licda. Maureen Reid V. Asesora Legal Consejo Institucional, dirigida al M.Sc. Eugenio Trejos B., Presidente Consejo Institucional, en la cual solicita una prórroga relacionada con la solicitud de dictamen legal sobre el Proyecto de Ley de Competitividad del Estado Costarricense, en razón de las causas señaladas en el oficio.  
5. La Secretaría del Consejo Institucional recibió Oficio SCI-592-10, con fecha 19 de agosto de 2010, suscrita por el M.Sc. Eugenio Trejos B., Presidente Consejo Institucional, dirigida a la Licda. Maureen Reid Vargas, Asesora Legal del  Consejo Institucional, con copia a miembros del Consejo Institucional, en la cual da respuesta a solicitud de prórroga para el análisis y dictamen del Proyecto de Ley de Competitividad del Estado Costarricense, EXP. No. 17.632.  Se le informa que consultando el avance del mismo a la Asamblea Legislativa, se les indica que ese Proyecto estará entrando a la corriente legislativa a partir del 1 de setiembre del 2010; por lo que, en aras de contar con el respectivo análisis del mismo, el cual servirá como insumo relevante para que el Órgano Colegiado pueda atender la gestión que les cursa el Poder Legislativo, es posible extender el plazo conferido hasta el 25 de agosto del año en curso.  
6. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió Oficio SCI-600-2010, con fecha 25 de agosto de 2010, suscrita por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional,   dirigida al M.Sc. Eugenio Trejos B., Presidente Consejo Institucional, en la cual emite criterio legal respecto al Proyecto de Ley de Competitividad del Estado Costarricense, en el cual señala en un primer apartado los antecedentes del proyecto, en un segundo apartado describe las principales modificaciones al modelo estatal y un tercer apartado que incluye las observaciones legales, apartado que se transcribe a continuación:
“….TERCERO:
No encuentra la suscrita, observaciones legales que realizar a los siguientes subapartados que se pretenden modificar: 
1- En Materia de Órganos Desconcentrados
2- Juntas Directivas de las Instituciones Autónomas y Semiautónomas y su conformación
3- Ministerio de Obras Públicas y Transportes
4- Ministerio De Planificación Nacional, Política Económica Y Competitividad:
5- Transformación del Ministerio de Ciencia y Tecnología y del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones
6- Fusión el Ministerio de Economía, Industria y Comercio con el Ministerio de Comercio Exterior
7- Desaparece el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, y le da paso al Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos (MIVAH)
8- Unificación el Régimen Salarial de los Jerarcas de los Poderes Ejecutivo y Legislativo y sus Órganos, de las Instituciones Autónomas y Semiautónomas, y del Régimen de Dietas para los Integrantes de Órganos Colegiados.
9- Transparencia Institucional
10- “Gobierno Digital”
11- Contratación Administrativa
12- Competitividad de las Instituciones Públicas y en la calidad de sus Servicios
13- Variaciones en la Ley de la Jurisdicción Constitucional
SE REALIZAN CONSIDERACIONES JURÍDICAS A LOS SIGUIENTES SUBAPARTADOS (6-14-15)
6- Disolución del Ministerio de Justicia y Gracia y se crea el Ministerio del Interior:
Sobre este tema estima la suscrita, que la unificación de varios entes en el Ministerio de Interior, mismo que estaría en caso de lograr viabilidad de naturaleza legislativa, de regular toda la seguridad nacional, hace que sea necesario que se analice con mayor detalle el tema, ya que la  concentración de fuerzas policiales en un estado democrático, presenta aspectos positivos y negativos de manera concomitante, mismos que deberán extraerse de manera separada de estos argumentos, estos aspectos van ligados con la falta de efectividad de las promesas de los gobiernos de la región para garantizar un tema trascendental como lo es la seguridad ciudadana, propia de estados democráticos, donde los gobernantes pierden credibilidad al mostrar  una imposibilidad absoluta para manejar este tema, que es de  vital importancia para la ciudadanía, generando a su vez que la criminalidad le niegue a los ciudadanos una vida de disfrute pleno de los derechos y garantías por las normas a ellos otorgadas, coartando a su vez la posibilidad de que posibilidad que tienen los ciudadanos dentro de la democracia, para poseer una sociedad civil bien organizada, toda vez que ninguna forma de organización política participativa es posible en los barrios o ciudades, donde reina la doble dictadura del crimen y de la violencia de cuerpos policiales mal controlados, ya que no solo la supraestructura del Estado necesita  un mínimo de orden y seguridad,  sino que también la autoorganización política y asociativa de la ciudadanía necesita también condiciones mínimas de seguridad ciudadana, ya que si bien es cierto esta es la inclinación más marcada de la sociedad latinoamericana, a nivel doctrinario en nuestro país la Procuraduría General de la República, de manera reiterada, ha aportado elementos que inducen a reflexión, ANTE UN PODER POLICIAL CONCENTRADO AL PODER EJECUTIVO, amén de que se concentra más, si se toma en cuenta que también administra las penas privativas de libertad, situación que pone en una marcada desventaja a la ciudadanía para con el poder del aparato estatal en materia de seguridad y por ende policial, sin embargo no debe usarse como escudo el tema de la INSEGURIDAD CIUDADANA para justificar una concentración de fuerzas policiales, porque si bien es cierto los temas guardan relación, lo uno no es reflejo directo de lo otro, al  respecto la Procuraduría ha dicho en la opinión consultiva  OJ-080-2000, de fecha  3 de agosto del 2000, respecto al poder policial lo siguiente “…Ello significa, que la jurisprudencia constitucional ha analizado la posibilidad jurídica de la existencia de una policía…, admitiéndose que se cuenta con fundamento constitucional y legal para su existencia…A nivel constitucional, en el artículo 12 se señala que para la vigilancia y conservación del orden público habrá las fuerzas de policía necesarias y, en el artículo 140 incisos 6) y 16), se dispone que le corresponde al Poder Ejecutivo (Presidente y respectivo Ministro) el mantener el orden y la tranquilidad de la Nación y tomar las providencias necesarias para el resguardo de las libertadas públicas y disponer de la fuerza pública para preservar el orden, defensa y seguridad del país. Asimismo, el artículo 139 constitucional establece que como deberes y atribuciones exclusivas de quien ejerce la Presidencia de la República ejercer el mando supremo de la fuerza pública (inciso 3)…De lo expuesto se extrae que nuestra Constitución Política encarga al Presidente y al respectivo Ministro la obligación de mantener el orden y la tranquilidad de la Nación. Asimismo dispone, que habrá las fuerzas de policía necesarias para velar por el orden público. Dentro de la Ley de Policía, se establece específicamente los diferentes tipos de policía, mismas que  están en obligación de mantener y vigilar el orden público y, además, que deben prevenir y reprimir la comisión de infracciones punibles. Debe establecerse desde ya, que dichas atribuciones las pueden ejercer dentro de todo el territorio nacional. Así, existe una competencia genérica, atribuida constitucional y legalmente para que el Estado, por medio de los órganos competentes, establezca y mantenga un orden público esencial para la convivencia social. Específicamente, se les  atribuye la obligación de velar por el resguardo de ese orden público. Así, no cabe duda, que existe autorización constitucional para el desarrollo de un servicio de policía nacional, y que ésta a su vez, tiene desarrollo legal, básicamente, en la Ley de Policía. Considera este Órgano Asesor, que en virtud del principio de legalidad que informa el actuar de la Administración (artículo 11 constitucional) se requiere de una ley que venga a establecer, desarrollar y determinar con claridad las competencias…máxime, cuando, como en el caso que nos ocupa, se trata del desarrollo de un poder de policía, que en algunas de sus manifestaciones supone el ejercicio de potestades de imperio y que, además, conlleva al establecimiento de un servicio de policía. Al respecto, debe recodarse, también, como desarrollo del Principio de Reserva de Ley, el principio contenido en el artículo 59 de la Ley General de la Administración Pública de acuerdo con el cual la competencia debe ser regulada por ley siempre que contenga la atribución de potestades de imperio. La preocupación de que en esta materia tan sensible se requiera de la existencia de una ley –…en las que se establezcan tales competencias, ha sido desarrollado por la doctrina. A pesar de la extensión, se considera conveniente realizar la siguiente cita… La tesis parte, indudablemente, de un concepto equivocado de lo que es el poder de policía general, equivocación en la que ha podido ser inducida por alguna exposición doctrinal que lo presenta como un poder general y virtualmente indeterminado, capaz de instrumentar en su favor cualesquiera medida. Está aquí gravitando la concepción absolutista de la policía, la cual a través de la más que centenaria vigencia en Prusia del famoso parágrafo 10, apartado II, 17, del Allgemeine Landrecht für die Preussischen Staaten, de 1794 (la conocida codificación ilustrada), y por su influjo en otros estados o principados alemanes, se mantuvo en Alemania prácticamente hasta esta segunda postguerra —hasta la Entpolizeilichung o «despolicización» impuesta forzosamente por las autoridades aliadas de ocupación— como una medida política obligada para convertir al Estado alemán en un Estado de Derecho. Según esta arcaica concepción, la policía gozaría de una Generalermächtigung zur Gefahrenabwehr, de una habilitación general (i.e., ilimitada en su contenido) para la defensa frente a los peligros que afecten o amenacen a la seguridad y al orden público. Resulta evidente, y comprobable con un simple análisis legislativo, que esa concepción no es la de nuestro Derecho, que sigue, sobre el modelo francés, otra tradición, la liberal (aunque la Ley de Orden Público lo sea escasamente por su contenido). No hay en él, por de pronto, con carácter general, «cláusulas generales de apoderamiento»» que supongan atribución de poderes ilimitados, como hemos expuesto en otro lugar al explicar el principio de legalidad de la Administración (Curso de Derecho Administrativo, I, 1974, en colaboración con T. R. FERNÁNDEZ, pp. 286 y ss.; también en mi colaboración, La construcción técnica del principio de legalidad de la Administración. Miscelánea en honor a Juan Becerril, Madrid, 1974, vol. I, pp. 151 y ss.). Pero, de manera más concreta aún, la «cláusula de orden público» no habilita en absoluto entre nosotros para que la Administración configure a su arbitrio cualquier medida interventora. Nuestra Ley de Orden Público, de 30 de julio de 1959, modificada en sentido intensificatorio de los poderes administrativos por la de 21 de julio de 1971, no puede ser calificada precisamente de tímida. Sin embargo de lo cual, el ámbito de los poderes de las autoridades de policía (entre las cuales el Consejo de Ministros, art. 3.) está perfectamente delimitado en los artículos 10 y siguientes, «de las facultades gubernativas ordinarias». No se trata, en modo alguno, de un poder general capaz de instrumentar cualquier tipo de medidas simplemente adecuadas al fin policial. Para ser más exactos, existe en la Ley de Orden Público una definición de un poder de esas características. Es el que reconoce para la circunstancia de «estado de guerra» (ni siquiera, pues, para la de mero «estado de excepción», supuesto en el cual también las disponibilidades de la autoridad de policía, aun siendo extensas, están enumeradas en una lista de competencias singulares, artículos 25 y ss.) el artículo 40, en estos términos: «La autoridad militar podrá hacer uso de las mismas facultades que se conceden a la civil en los capítulos anteriores, de las demás que esta Ley autoriza y de cuantas medidas entiendan sean necesarias para restablecer el orden o requiera la seguridad interior del Estado.» .En particular, pues, si el Decreto de que se trata en la Sentencia estudiada se hubiese dictado como una medida militar, por la autoridad competente, en y para una situación de estado de guerra, el argumento de la Sentencia podría valer; pero no vale en absoluto para una disposición dictada y aplicada en situación de normalidad. 
En una situación de este carácter, la invocación del orden público como causa legitimadora del Decreto obliga a precisar algo más el precepto legal concreto que en la Ley de Orden Público, o en cualquier otra, autoriza a la Administración a imponer a determinados administrados, discrecionalmente escogidos entre todos, una medida de cooperación forzosa y onerosa al sostenimiento del orden general tan calificada como la que el Decreto establece. Ese precepto legal no existe, como es muy fácil comprobar. Más aún. Hemos dicho que el artículo 40 de la Ley de Orden Público podría haber legitimado las medidas que el Decreto de 13 de febrero de 1969 autoriza a imponer si se hubiese tratado de una situación de estado de guerra. (...) .Así, pues, parece que ni la «cláusula de orden público» faculta a imponer prestaciones forzosas, fuera de las situaciones de estado de guerra, ni, menos aún, puesto que tampoco ello ocurre en las situaciones de estado de guerra, esas prestaciones forzosas dejan de ser indemnizables. Precisemos algo más todavía: tan no puede construirse en nuestro Derecho positivo el poder de policía general como un poder indeterminado e ilimitado, que resulta que frente a él, en tanto no se produzca la «suspensión de garantías» prevista en el artículo 35 del Fuero de los Españoles y en el artículo 25 de la Ley de Orden Público en caso de «estado de excepción», frente a él son oponibles siempre las libertades públicas constitucionalmente declaradas. Ciertos autores han pretendido que el poder de policía sería un poder general, cuyo objeto sería limitar las libertades individuales, para evitar que del ejercicio de éstas se produzcan perjuicios para la colectividad (es a lo que parece aludir el considerando transcrito más atrás de la Sentencia de 5 de febrero de 1973). De nuevo es ésta una doctrina del más puro cuño absolutista y de nuevo, por enérgica que sea la vigente Ley de Orden Público, nada en ella autoriza a una construcción de ese tipo. El artículo 1.° de esta Ley incluye, entre «el fundamento del orden público», «el libre y pacífico ejercicio de los derechos individuales»; tal ejercicio es, pues, un fin predominante a proteger, en modo alguno un objeto a limitar. Es verdad que en la regulación práctica de una serie de libertades públicas se atribuyen a la policía poderes de intervención y de control. Con independencia de un estudio crítico de esta situación legal, que lo merece urgentemente (pues nuestros constitucionalistas han abandonado, incomprensiblemente, este campo de técnica jurídica estricta para acogerse a los más cómodos, y en cualquier caso no jurídicos, de la filosofía política, de la sociología o de la historia), lo que ahora nos interesa es notar que los poderes de intervención y de control de la policía sobre tales derechos serán los que las normas hayan diseñado y construido válidamente, siempre, pues, poderes concretos, específicamente atribuidos por la Ley, y nunca poderes generales e indeterminados que legitimen cualquier medida instrumental escogida por la autoridad…” Con esta última observación no pretendo sino cerrar sistemáticamente la construcción técnica del poder de policía general; poder amplio, sin duda, en ningún caso ilimitado, ni en su supuesto de hecho legitimador, menos aún, ni en el acervo de potestades concretas en que se descompone. ..Justamente porque la policía dispone de poderes extensos y de una responsabilidad importante política y socialmente, deben de delimitarse con atención esos poderes y esas responsabilidades a sus precisos supuestos legitimadores, sin admitir que puedan ejercitarse con finalidades bastante diferentes... Pero es evidente que el poder de policía, si puede, en efecto, manifestarse eventualmente en situaciones de estado de necesidad, no es ordinariamente un poder administrativo excepcional y extralegal, sino un poder perfectamente ordinario y regular, legalizado y regulado, limitado también, por ende, como lo son todos los poderes de la Administración. En particular, en materia de poder reglamentario no parece haber duda posible de que, por más que se ejercite sobre el ámbito del orden público, es de aplicación necesaria el artículo 41 de la Ley Orgánica del Estado, que prohíbe a la Administración dictar disposiciones contrarias a las leyes y regular «aquellas materias que sean de la exclusiva competencia de las Cortes», y todo ello bajo sanción de nulidad. No nos parece mal, por supuesto, y aun nos parece mejor que bien, que se arbitren medidas para coartar «la codicia de los delincuentes», como dice la Sentencia citada de 17 de enero de 1973, pero no creemos que una invocación tan enfática, como tampoco la más tecnificada de la defensa del orden público, legitimen cualesquier medida jurídica, y especialmente aquellas que las leyes proscriben o simplemente no autorizan. Sería gravísimo entender, como la Sentencia pretende, y viene a decir la Sentencia de 5 de febrero de 1973, que todo derecho privado o meramente individual definido por las leyes tenga una condición implícita que le hace limitable por los Reglamentos cuando el sentimiento subjetivo de la Administración sobre lo que es el interés colectivo así pueda justificarlo. La doctrina de que el fin justifica los medios no sólo no es admisible en un plano ético general, mucho menos aún lo es en el jurídico más estricto; si se consagrase en este campo, se derrumbarían el orden de la competencia, el orden de las potestades o poderes, el de los procedimientos, el de las situaciones jurídicas individuales, el orden jurídico entero, en una palabra." (Eduardo García de Enterría, SOBRE LOS LÍMITES DEL PODER DE POLICÍA GENERAL Y DEL PODER REGLAMENTARIO, Revista Española de Derecho Administrativo, número 5, año 1975, mes abril – junio, pág. 203 y siguientes.)(3), a su vez el Ex Magistrado costarricense Daniel González hace una ponencia muy interesante al respecto cuando   indica  “…Esta última posición encuentra mucha resonancia en la opinión de la gente, en los medios de comunicación, en los órganos represivos (policías, fiscales), e incluso en los mismos tribunales. Hay una marcada tendencia a creer que "sistema duro y represivo" es sinónimo de "sistema penal eficiente", cuando en realidad la historia nos demuestra totalmente lo contrario. En efecto, en la práctica los sistemas penales más represivos, caracterizados por desconocer los derechos de los acusados, no han sido los sistemas más eficientes para tutelar los derechos fundamentales de los ciudadanos, sino que por el contrario aumentan la criminalidad y la impunidad. El mejor ejemplo, para no salir de nuestra región, lo constituyen los sistemas penales típicos de las dictaduras militares latinoamericanas, los que -con notables excepciones- legitimaron esos sistemas de poder, convalidaron sus actuaciones y permitieron los mayores abusos que podamos imaginarnos sobre los ciudadanos. Iniciaron con la delincuencia común (supuestamente), pero pronto ampliaron sus actuaciones sobre los grupos que afectaban la "seguridad del Estado" y la "estabilidad social", persiguiendo sindicalistas, dirigentes, opositores, simples ciudadanos, y así surgieron miles de desaparecidos, fosas comunes, el genocidio, para citar solamente lo más grueso. Debemos preguntarnos si esos sistemas penales caracterizados por desconocer los derechos de los acusados, que funcionaron paralelamente con grupos clandestinos dedicados a exterminar personas (supuestamente delincuentes, indigentes, opositores, críticos, etc.), representaron (y representan) una alternativa viable para defender los derechos básicos de los ciudadanos?. Desde luego que la respuesta es negativa, pues "la seguridad ciudadana" (entendida, ahora sí, como el conjunto de los derechos básicos de los ciudadanos, incluidas las libertades políticas, económicas y sociales) nunca se vio tan comprometida y disminuida que en esos sistemas. Debemos aprender de la historia, la cual nos enseña que los sistemas represivos de esa naturaleza no constituyen un medio eficaz para disminuir la criminalidad y menos para proteger los derechos humanos. Por el contrario, ellos dieron ( y dan) espacio a un mayor margen de impunidad porque el genocidio fue patrocinado directamente por las estructuras de poder público, con la complicidad de los órganos encargados de reprimirlos entre ellos el poder policial, incluyendo a los tribunales…”.( González Álvarez, Daniel. “DELINCUENCIA JUVENIL Y SEGURIDAD CIUDADANA” . Ex Magistrado de Casación Penal), afirmaciones que se dimensionan aún más si reiteramos en el análisis de la concentración de poder, hasta con la instancia que administra las penas privativas de libertad, lo que a mi criterio abarca una dimensión demasiado extensa de la materia, que bien podría confundirnos con eficiencia y eficacia de los servicios, y podría guiarnos al monopolio del poder público,  concepción errada e inaceptable para un país marcado por una amplia trayectoria democrática, que no debe permitir ni siquiera el  riesgo de abusos propios de la concentración de poder, sobre el tema concreto de la Procuraduría General de la República, adscrita al Ministerio de Justicia, lo abordaré por eficiencia temática al lado de la Contraloría General de la República y leyes conexas a ambas.
14- Variaciones en la Ley de la Jurisdicción Constitucional
En lo que respecta a las variaciones tendientes a afectar la esfera de la  jurisdicción constitucional y por ende de la Sala Constitucional misma, estima la suscrita que atentar contra ella pretendiendo estas modificaciones, es retroceder abiertamente en materia de derechos y garantías fundamentales que pertenecen al pueblo, por concesión de la Carta Magna misma, pretender entre otras cosas 
a- Eliminar la suspensión automática de los efectos de los actos impugnados
b- Una condenatoria en costas contra quien presenta un Recurso de Amparo y lo pierde
c- Pretender el aumento el número de Diputados legitimados para hacer la consulta facultativa de constitucionalidad, únicamente nos permite retrotraernos a una época menos garantista y legal que la actual. 
No comparte la suscrita la sanción por interponer Recursos de Amparo, ello en razón de que tal disposición es violatoria de los derechos constitucionales contenidos en la Constitución Política, dentro de los citados derechos tenemos un sinnúmero de ellos, de hecho nadie puede expresarlo mejor que la Sala Constitucional misma cuando indica “III.-El artículo 41 de la Constitución Política consagra el derecho de todo ciudadano de obtener justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes, que, según las circunstancias, se viste como "derecho a ser juzgado exclusivamente por los Tribunales constitucionales" (art. 35), como "derecho a la no autoincriminación" (art. 36), como "derecho a no ser detenido sin pruebas y sin mandato escrito de autoridad" (art. 37), "derecho a no ser penado sino por ilícito tipificado y en virtud de sentencia firme de autoridad competente, previa oportunidad de defensa y demostrada la culpabilidad" (art. 39), o como "derecho al arbitraje" (art. 43). Según alguna doctrina, el derecho de "petición de justicia" o de "justicia pronta y cumplida", es en realidad un derecho público subjetivo, de rango constitucional, al acceso a la justicia para establecer y dilucidar las acciones que se estimen pertinentes en defensa de cualesquiera de los demás derechos de que el individuo sea titular. Imperativamente, no debe ni puede ser conculcado por los Tribunales, ni estos deben permitir o apadrinar peticiones que lleven a ese resultado. Por consiguiente, los Tribunales no pueden absolver la instancia, ni denegar el acceso a la justicia, so pretexto de que una de las partes se dice "dueña" del derecho de acción de la contraparte, por cuanto ello implicaría dejar a uno de los litigantes a merced del otro, sin el debido auxilio de la jurisdicción. En el caso en examen, la actora siempre ha tenido garantizado su derecho a que las acciones ordinarias planteadas contra el demandado, se debatan y sean resueltas por sentencia definitiva, …pues el derecho a la jurisdicción es de suyo intangible, no puede ser denegado bajo ninguna argucia procesal, porque es el derecho público subjetivo que posibilita la defensa judicial de todos los demás derechos imaginables. Sobre el derecho de acceso a la jurisdicción descansa todo el sistema de defensa de la legalidad y de la justicia. Por ello se ha indicado que el derecho a la jurisdicción opera como garantía de eficiencia de todos los otros derechos subjetivos reconocidos en el ordenamiento jurídico. Este Tribunal también ha desarrollado este derecho constitucional en su jurisprudencia, señalando que el principio de acceso a la justicia pronta y cumplida establecida en el artículo 41 de la Constitución Política, exige que los asuntos sometidos a conocimiento de los Tribunales deban ser resueltos y con prontitud: 
"Artículo 41- Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida y en estricta conformidad con las leyes". 
De dicho precepto constitucional se desprende que es por los medios legales que las partes pueden demandar amparo a un derecho lesionado o discutido, solicitando del órgano jurisdiccional las medidas pertinentes y la intervención necesaria para que se les garantice el uso legítimo de ese derecho. Las leyes en general están orientadas a procurar la tutela de lo que a cada uno corresponde o pertenece, tanto en el sentido de regular los derechos individuales como el de establecer el mecanismo formal e idóneo para que las personas tengan acceso a los Tribunales, por consiguiente, para demandar el cumplimiento de todos esos principios legales, el Juez no puede actuar al arbitrio, porque debe respetar el patrón impuesto por las mismas leyes, que tiene origen en una ley suprema que es la Constitución Política. De esta forma, las leyes deben orientarse a procurar la tutela de los derechos quebrantados, y eso en un doble sentido, es decir, mediante normas que, por una parte regulen o amparen el derecho de cada uno, y por otra, establezcan los instrumentos procesales adecuados para que las personas tengan acceso a la justicia y los Tribunales la otorguen si resultare comprobado el agravio. En consecuencia, el artículo 41 de la Constitución puede resultar quebrantado, en su segunda regla, por los jueces o por el legislador, por los primeros cuando deniegan en el fallo, sin motivo, una petición que debió concederse, y por el legislador si estableciera obstáculos procesales, fuera de toda razón, que prácticamente impidan el acceso a la justicia, toda vez que un excesivo formalismo puede conducir, de hecho, a una denegación de justicia. En la base de todo orden procesal está el principio y, con él, el derecho fundamental a la justicia, entendida como la existencia y disponibilidad de un sistema de administración de la justicia, sea, de un conjunto de mecanismos idóneos para el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado -declarar el derecho controvertido o restablecer el violado, interpretándolo y aplicándolo imparcialmente en los casos concretos-; lo cual comprende, a su vez, un conjunto de órganos judiciales independientes especializados en ese ejercicio, la disponibilidad de ese aparato para resolver los conflictos y corregir los entuertos que origina la vida social, en forma civilizada y eficaz, y el acceso garantizado a esa justicia para todas las personas, en condiciones de igualdad y sin discriminación. En este primer sentido, el debido proceso tiene, ante todo, dimensiones programáticas, no por esta menos vinculantes jurídicamente, que exigen la existencia, suficiencia y eficacia de un sistema judicial y procesal idóneo para garantizar precisamente ese derecho fundamental a la justicia, que no es, por otra parte, más que una consecuencia del monopolio de la fuerza, asumido por el Estado, y la más importante manifestación del derecho de petición, que en Costa Rica se consagra, en los artículos 27 -en general- y 41 -en especial- de la Constitución. Pero tiene también otras implicaciones aun más inmediatamente exigibles, las cuales pueden, a su vez, atañer al sistema mismo de administración de la justicia, en sí, o al derecho de acceso a la justicia para todas las personas, como la total independencia, incluso económica, del sistema judicial, además, la exclusividad y universalidad de la función jurisdiccional en manos de los tribunales de justicia resultante de los artículos 152, 153, 156 y 35 de la Constitución; el derecho de todos por igual a acceder a la justicia-, independientemente del sexo, edad, color, nacionalidad, origen o antecedentes, o cualquier otra condición social y finalmente, la justicia pretendida debe ser administrada en forma pronta para que sea efectivamente cumplida. 
IV.-
[bookmark: gjdgxs]En razón de todo lo expuesto en el considerando anterior, la Sala estima que en el caso concreto, se violentó el acceso a la justicia, pues como ya fue indicado, este principio constitucional puede resultar quebrantado, por los jueces o por el legislador: por los primeros cuando deniegan en el fallo, sin motivo, una petición que debió concederse, y por el legislador si estableciera obstáculos procesales, fuera de toda razón, que prácticamente impidan el acceso a la justicia, un excesivo formalismo puede conducir, de hecho, a una denegación de justicia. Debe recordarse que el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado, es declarar el derecho controvertido o restablecer el violado, interpretándolo y aplicándolo imparcialmente en los casos concretos; comprende, a su vez, la disponibilidad de ese aparato para resolver los conflictos y corregir los entuertos que origina la vida social, en forma civilizada y eficaz, y el acceso garantizado a esa justicia para todas las personas, en condiciones de igualdad y sin discriminación. En consecuencia, si el sistema judicial protegió a la demandante ordenando mantener una medida cautelar más allá de los plazos previstos en el artículo … de la Ley de…, el recurrente también tiene el mismo derecho a que una vez cumplidas las condiciones establecidas por el mismo sistema, éste se pronuncie, respetándose de este modo, el principio de igualdad del que deben gozar ambas partes de un litigio, al derecho de acceso a la justicia. Por consiguiente, el recurso resulta procedente en todos sus extremos…POR TANTO: Se declara con lugar el recurso…”, de igual manera se resuelve el derecho de interponer Acciones de Inconstitucionalidad si ellas se estiman pertinentes, en los términos  preceptuados y establecidos en la ley.( Exp: 01-001954-0007-CO,Res: 2001-03945, dada por la SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, en San José, a las dieciséis horas con siete minutos del quince de mayo del dos mil uno.-)
15- En lo que respecta a la Contraloría y a la Procuraduría General de la República, modificaciones a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (LOCGR), Ley General de Control Interno(LGCI), Ley de Administración Financiera y de Presupuestos Públicos (LAFPPR), 
No comparte la suscrita la tesis del Proyecto de Ley en el sentido de restarles potestades a la Contraloría General de la República, a la Procuraduría General de la República, y a las Auditorías Internas ellos en razón de que, la Contraloría es un órgano de naturaleza constitucional descrito en el artículo 183 y 184 de la Carta Política, y si bien es cierto la Procuraduría no goza de esta atribución, dentro del esquema estatal, opera con la primera de manera articulada y así lo ha hecho por años, en beneficio del Estado costarricense, razón por la cual incluso existen pronunciamientos reiterados donde se dividen a cabalidad las competencias de la una y de la otra por una afinidad de objetivos, focalizados en el apego a la legalidad, por parte de ambas instituciones, labor que comparten de manera concomitante y unívoca la Auditorías Internas estatales, lo que hace necesario citar el aspecto ya mencionado de la frontera de poderes y deberes de una frente a otra, competencias claramente señaladas contenidas en el  criterio C - 013 - 92   de fecha 22 de enero de 1992  donde se indica los siguiente "..., Deviene también oportuno señalar que nuestro estudio no puede interpretarse como una intromisión de parte de la Procuraduría General, en aspectos que conciernen a la Contraloría General de la República. La opinión técnico-jurídica de esta Oficina es consecuencia de una consulta formulada de conformidad con los términos de la Ley 6815 citada supra, y que no puede tener mayores alcances que aquellos que establece el propio ordenamiento. Así, como en otras oportunidades se ha indicado -el propio artículo 1º de la ley de mérito señala claramente que tanto la función consultiva, como de representación legal del Estado, las ejerce la Procuraduría General de la República "en materias propias de su competencia", lo cual significa que las atribuciones de este Despacho no afectan las que el ordenamiento le atribuye a otros órganos públicos. Aclara lo anterior, con relación precisamente a la Contraloría General de la República, lo expuesto en el informe de fecha 29 de enero de 1985, remitido por el señor Procurador General al Consejo de Gobierno. Veamos: "...La Ley Orgánica de la Procuraduría General (Nº 6815 de 27 de setiembre de 1982) es clara en cuanto circunscribe las atribuciones de este Despacho a cuestiones estrictamente jurídicas, tendientes a ejercer control de legalidad en las actuaciones de la Administración Pública. Así, en su artículo 1º dispone que "La Procuraduría General de la República es el órgano superior consultivo, técnico-jurídico, de la Administración Pública...", y el inciso b) de su artículo 3º le señala la atribución de "Dar los informes, dictámenes, pronunciamientos y asesoramiento que, acerca de cuestiones jurídicas, le soliciten el Estado, los entes descentralizados, los demás organismos públicos y las empresas estatales..." 
Por su parte, el artículo 1º de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (Nº 1252 de 23 de diciembre de 1950) dispone que es ésta "...una institución auxiliar de la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la Hacienda Pública; pero en relación con los poderes del Estado, tiene absoluta independencia funcional y administrativa en el desempeño de sus labores", las transcritas disposiciones legales establecen una clara delimitación en el ámbito de acción de ambas instituciones, pues mientras que las actuaciones de la Procuraduría se circunscriben al marco legal o jurídico, la actividad Contralora abarca íntegramente la vigilancia de la Hacienda Pública, para cuyo ejercicio goza de amplia libertad, y dentro de la cual le está permitido llegar a examinar y a valorar aspectos metajurídicos, como pueden serlo los de índole moral o ética. E igualmente, tiene libertad para fundamentar sus juicios valorativos en un conjunto de presunciones, que le conduzcan a forjar su propia convicción acerca de hechos producidos o en gestación, que estime irregulares. En síntesis, la actuación de la Procuraduría se mueve fundamentalmente, en la llamada Administración Consultiva, que por diferentes medios vigila el cumplimiento de la legalidad. La Contraloría, por su parte ejerce la Administración Contralora, que también vigila el cumplimiento de la Ley en el campo de su competencia; pero su actuación puede ir más allá del puro control a posterior ya que está dotada de facultades que le autorizan la toma de acciones incluso preventivas....No obstante, es del caso resaltar que lo anterior constituye una mera opinión de este Despacho, en razón de que en tratándose de la materia que nos ocupa -según en líneas generales se indicó ab initio- el único órgano competente para establecer acerca de la aplicación del artículo 115 de la Ley de la Administración Financiera de la República... es la propia Contraloría General de la República. Al respecto, es de aplicación lo señalado por el señor Procurador General en su informe de 29 de enero de 1985 (del cual nos ocupamos oportunamente), al manifestar: "...Desde luego, no cabe ninguna duda, de que la Contraloría General de la República -según quedó expuesto- tiene en el campo del control hacendario una amplia libertad de acción, y que en casos como el presente goza de una competencia no sólo exclusiva, sino, además, excluyente...". Y más adelante: "...Sólo los Tribunales de Justicia pueden revisar lo actuando por el Ente Contralor...Todo ello viene a ser consecuencia de la "absoluta independencia funcional y administrativa en el desempeño de sus labores", que le garantiza a la Contraloría General de la República el artículo 183 de la Constitución Política, principio que también es recogido por el artículo 1º de su Ley Orgánica, Nº 1252 de 23 de diciembre de 1950." (Dictamen C-91-86 de 24 de abril de 1986). Por su parte, la propia Contraloría General de la República, ha sido muy clara al hacer las delimitaciones de la competencia entre ambas instituciones, como se verá. "Tanto la Contraloría como la Procuraduría poseen campos de acción bien delimitados en nuestro ordenamiento jurídico. La Contraloría General de la República es un órgano constitucional del Estado, auxiliar de la Asamblea Legislativa, cuya esfera de competencia dimana de la propia Constitución Política que le asigna la potestad de fiscalización superior de la Hacienda Pública, concomitantemente con la garantía de absoluta independencia funcional u administrativa en el desempeño de sus funciones. Este reconocimiento constitucional obedece a la especial importancia que el Constituyente de 1949 le atribuyó a la Contraloría al situarla como "freno y contrapeso legislativo", en la ejecución y liquidación de los presupuestos públicos (Véanse las Actas de la sesión Nº 162 de la Asamblea Nacional Constituyente, Imprenta Nacional, 1956, Tomo III, pág. 421). Si se pretendía una recta fiscalización, el Órgano encargado no podía encontrarse en una relación de dependencia con los demás poderes del Estado, de ahí la necesidad de que fueran normas de rango constitucional las que se ocupen de la Contraloría General de la República...”, siendo lo relevante de los textos transcritos que la suscrita considera y cree que el sistema de pesos y contrapesos en la Administración Pública, es sumamente valioso para que se quiera o al menos se intente suprimirlo, al respecto y para que quede claro tal sistema, es importante citar  la tesis de la Sala Constitucional al respecto y la de Carlos Tiffer Sotomayor que indican, sobre el sistema de “PESOS Y CONTRAPESOS” lo siguiente, contenido en la Sentencia: 07965, del Expediente 02-010070-0007-CO, dado el 31 de mayo de 2006 a las 4:58 por la Sala Constitucional, teniendo como redactor al Magistrado Jinesta  quien al respecto consigna “…EL PRINCIPIO DE LA SEPARACIÓN DE FUNCIONES. El principio de separación de funciones -preferimos esa denominación a la tradicional división de poderes, pues, el poder fáctico o jurídico es uno solo- supone un sistema de frenos y contrapesos, donde el poder contiene al poder, tal objetivo se logra mediante la separación de las funciones estatales entre diversos órganos. Tal distribución de funciones, se efectúa según lo establecido en el texto constitucional, empero la mayoría de las Constituciones respeta los postulados esenciales de Montesquieu en el sentido "que el que hace las leyes no sea el encargado de aplicarlas ni de ejecutarlas; que el que las ejecute no puede hacerlas ni juzgar de su aplicación; que el que juzgue no las haga ni las ejecute". Tal principio del Estado Social de Derecho, en su formulación clásica, tuvo y tiene gran trascendencia al instituirse como garante de la libertad de los administrados frente a los detentadores del poder. Tanto es así que el artículo 16 de la "Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano" de 26 de agosto de 1789, dispuso que "Toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no esté asegurada, ni determinada la separación de los poderes, carece de Constitución". El sustrato ideológico del principio de la separación de funciones lo constituye la preservación de las libertades de los administrados frente a los privilegios y prerrogativas de la Administración Pública, entendida en un sentido amplio. Sobre el particular, este Tribunal Constitucional, ha insistido en que el principio de separación de funciones no es un simple mecanismo de distribución de las competencias sino una garantía a favor de los administrados. Así en el Voto No. 4091-94 sostuvo que “Los artículos 9, 10, 121, 140, 152, de la Constitución, entre otros, claramente asignan funciones especializadas a diferentes órganos –Poderes- del Gobierno, y han diseñado un complejo sistema de frenos y contrapesos como una garantía, la más importante si se quiere, de la libertad. Desde esta perspectiva, la separación de funciones, la fiscalización recíproca y la autolimitación de esos poderes, se yergue como un valladar de protección de los valores, principios y normas constitucionales en beneficio directo de todos los habitantes del país”. En el Voto No. 1618-91 de las 14:16 hrs. del 21 de agosto de 1991, este Tribunal señaló que  "La división de los poderes públicos principio capital del Estado Democrático de Derecho, tiene en éste, desde su consagración a partir de las grandes revoluciones del siglo XVIII -la norteamericana y la francesa- un específico sentido de garantía de la libertad, en favor, por lo tanto, de los súbditos, y no de mera eficacia o distribución del poder entre gobernantes. De conformidad con ese principio total, los órganos del Estado capacitados para dictar actos subjetivos concretos que incidan en la esfera de la libertad, no pueden ser al mismo tiempo los llamados a regularla normativamente. Por esto, en vista de que, fuera de los tribunales de justicia, las administraciones públicas ejercen aquellas competencias concretas respecto de los particulares poderes de policía administrativa, en general, al lado de las normativas de su rango -reglamentos autónomos y ejecutivos de las leyes-, un principio general hoy indiscutido de derecho público establece que, como lo recoge el artículo 19 de la Ley General de la Administración Pública "el régimen jurídico de los derechos constitucionales está reservado a la ley, sin perjuicio de los reglamentos ejecutivos correspondientes". ( los cuales, ni pueden regular esos derechos ex novo, ni, desde luego, imponerles restricciones o limitaciones no contenidas en la propia ley). Con otras palabras, el Poder Ejecutivo no puede regular normativamente -reglamentariamente- las libertades o derechos fundamentales, porque puede y debe fiscalizar u ordenar en concreto la conducta de sus titulares; a la inversa, la Asamblea Legislativa no puede fiscalizar u ordenar de concreto la conducta de los particulares,  porque puede y debe regularle normativamente; y en este contexto en el que debe enmarcarse la función legislativa de fiscalización política, la cual, en consecuencia, sólo puede ejercerse respecto de los entes, órganos y funcionarios públicos como tales (...)". Modernamente, se sostiene que la separación de funciones, es tanto una técnica para debilitar el poder público, evitando su concentración en un solo ente u órgano, como también un medio para dividir y racionalizar el ejercicio del poder, haciéndolo más eficiente. Actualmente, se puede afirmar que como consecuencia directa de la íntima relación y coordinación entre los poderes ejecutivo y legislativo, el aludido principio ha asumido un carácter fundamentalmente organizativo, con el propósito de asegurar un desarrollo ordenado y coordinado de la actividad estatal. Esto es, constituye un medio organizativo en favor de los individuos o grupos sociales intermedios para evitar la concentración y exceso de poder de los partidos políticos mayoritarios que dominan transitoriamente los órganos estatales, razón por la cual la doctrina ha sostenido los conceptos de  distinción y colaboración de poderes. De la vigencia del principio de separación de funciones en el Estado moderno pueden deducirse dos consecuencias jurídicas inmediatas y de gran trascendencia: a) La distinción material de las funciones; b) la atribución, normal y permanentemente, de una determinada función a un conjunto determinado de órganos constitucionales, lo que implica como corolario lógico la prohibición impuesta a los órganos estatales para delegar el ejercicio de sus funciones propias, o invadir la esfera de atribuciones que constitucionalmente le corresponde a otros órganos (artículos 9° , párrafo 2° , de la Constitución Política y 86 de la Ley General de la Administración Pública). La división de funciones supone que cada órgano constitucional o Poder del Estado tiene a su cargo una sola función constitucional. Sin embargo, es notorio y evidente que en el ámbito normativo y práctico-institucional no existe una partición perfecta y rígida de funciones, al contrario, la realidad demuestra que un órgano constitucional puede desempeñar varias funciones simultáneamente. Es por lo anterior que se afirma que lo que opera en la práctica es una interdependencia funcional entre los diversos órganos estatales. En ese respecto, este Tribunal Constitucional en el Voto No. 6829-93 de las 8:33 hrs. del 24 de diciembre de 1993 sostuvo que “La teoría de la separación de Poderes tradicionalmente se interpreta como la necesidad de que cada Órgano del Estado ejerza su función con independencia de los otros (artículo 9° de la Constitución Política). Si bien no pueden darse interferencias o invasiones a la función asignada, necesariamente deben producirse colaboraciones entre Poderes. En la actualidad, la doctrina y la práctica constitucionales afirman que no existe absoluta separación, aún más, nada impide que una misma función –no primaria- sea ejercida por dos Poderes o por todos, razón por la que no se puede hablar de una rígida distribución de competencias en razón de la función y de la materia. El Estado es una unidad de acción y de poder, pero esa unidad no existiría si cada Poder fuere un organismo independiente, aislado, con amplia libertad de decisión, por lo que en realidad no se puede hablar de una división de Poderes en sentido estricto; el Poder del Estado es único, aunque las funciones estatales sean varias. Lo conveniente es hablar de una separación de funciones, es decir, de la distribución de ellas entre los diferentes órganos estatales. Esta separación de funciones parte del problema técnico de la división del trabajo: el Estado debe cumplir ciertas funciones y éstas deben ser realizadas por el órgano estatal más competente (...)”, en la misma línea TIFFER SOTOMAYOR, indica lo siguiente “…El sistema democrático se  fundamenta en una estructura de frenos y contrapesos y controles internos y externos, más tratándose de actividades como las labores de la policía o los cuerpos militares, que restringen derechos fundamentales como la libertad resulta necesario para el desarrollo de una sociedad democrática que esa estructura de frenos y contrapesos y controles internos y externos tenga plena vigencia y al menor tiempo posible (Corte Interamericana de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, Demanda ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos Interpuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado de Honduras Caso No 12-331. (Caso Servellón García y otros. “IDENTIFICACIÓN Y EXPERIENCIA DEL PERITO” (Tiffer, Sotomayor.  Dr. Carlos).
SOBRE LAS AUDITORÍAS INTERNAS 
Comparte la suscrita la tesis de la autora Sánchez Gómez, misma que desarrolla de forma muy clara y resumida, la importancia de la Auditoría Interna en la estructura estatal, partiendo de inicio sobre su rol supervisor, mismo que  considera, permite determinar la  calidad de la labor llevada a cabo, en el caso particular  de los entes estatales, ello sin dejar de lado que su actividad incide en una fase importantísima de la función pública como tal,  ya que permite el control de los recursos de los cuales  el ente gubernamental dispone, siendo que si la Auditoría cuenta con el apoyo de  la Administración y se le permite desarrollar una labor de una alta calidad,  ello redundará en la confiabilidad de los estados de control de la Hacienda Pública como tal, teniendo a su vez como valor agregado  los múltiples beneficios para la Institución, mismos que se pueden describir como una labor:
a- Preventiva
b- Asesora
c- Consultiva,
Ello para evitar que nazcan a la vida jurídica actividades irregulares que afecten el patrimonio estatal; reforzando la protección de éste, y constituyendo estos actos en una verdadera cultura institucional, que de acuerdo al cuerpo de normas que la rige a lo interno y externo de la misma, deberá mostrar apego a los mismos, donde destacan preponderantemente: a) Legalidad, b) Transparencia, c) Probidad y d) la Responsabilidad;  de los actos de todos los funcionarios que la integran, así como  promover la eficiencia, eficacia y economía en las actividades desplegadas por parte de ella, en razón de estos argumentos no comprende la suscrita la intención de restarle potestades a esta dependencia, si se tiene  claro que, la función de fiscalización y control es a su vez  garantía de la institucionalidad y el fortalecimiento de la educación como eje central y actividad rectora  del ente  a la cual nos debemos todos(as) los funcionarios que lo integramos, por ello no comparto la tesis pretendida en contra de  potestades concretas de la Auditoría Interna, como tampoco comparto el cuestionamiento sobre la posición en la estructura estatal  en la presente excitativa de orden legislativo. 
RECOMENDACIÓN
Por todos los argumentos antes esgrimidos, de la manera más respetuosa me permito recomendar lo siguiente:
1- Que se le enfatice a la Asamblea Legislativa, la necesidad de la consulta de constitucionalidad del presente proyecto, en aras de garantizar el apego del mismo a la legalidad, toda vez que independientemente a la labor consultiva a las Universidades, potestad contenida en el artículo 88 de la Carta Magna, ellos no es óbice para indicar que un mejor criterio en este sentido debe venir de la misma Sala Constitucional, ente encargado de velar por  el apego legal de los Proyectos Legislativos a nuestra Carta Política, por disposiciones legales contenidas en la Ley de la Jurisdicción Constitucional que en sus artículos 2 y 13  de esta ley que señalan  lo siguiente  “…Artículo 2.- Le corresponde específicamente a la jurisdicción constitucional:
a) Garantizar, mediante los recursos de hábeas corpus y de amparo, los derechos y libertades consagrados por la Constitución Política y los derechos humanos reconocidos por el Derecho Internacional vigente en Costa Rica. b) Ejercer el control de la constitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza y de los actos sujetos al Derecho Público, así como la conformidad del ordenamiento interno con el Derecho Internacional o Comunitario, mediante la acción de inconstitucionalidad y demás cuestiones de constitucionalidad. c) Resolver los conflictos de competencia entre los Poderes del Estado, incluido el Tribunal Supremo de Elecciones, y los de competencia constitucional entre éstos y la Contraloría General de la República, las municipalidades, los entes descentralizados y las demás personas de Derecho Público. ch) Conocer de los demás asuntos que la Constitución o la presente Ley le atribuyan. Artículo 13.- La jurisprudencia y los precedentes de la jurisdicción constitucional son vinculantes Erga Omnes, salvo para sí misma…”, por lo que  haría falta tener a la mano el criterio del ente máximo en materia constitucional, ello en razón de que la presente  intención de reforma legislativa, tiene como objetivo modificar aspectos de la misma Sala Constitucional y de otros Poderes del Estado, que son estandartes de  la esencia de nuestra institucionalidad.
2- Que se valore la consulta al resto de instancias institucionales.
3- Que no se recomiende el apoyo a  los puntos 6-14 y 15 del citado Proyecto de Ley, por los argumentos legales de previo expuestos.”
7. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió oficio EQ-320-2010, con fecha 24 de agosto de 2010, suscrita por el Lic. Walter Vargas Mena, Director Escuela de Química, dirigida  a la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva Secretaría del Consejo Institucional,  en la cual adjunta el criterio emitido por el M.Eng. Juan Carlos Salas, Coordinador CIPA respecto del Proyecto de Ley Competitividad del Estado Costarricense, el cual se transcribe a continuación:
“El espíritu del este proyecto es transformar el Gobierno en un aparato eficaz,  eficiente, honesto y trasparente, que alcance los resultados planteados, volviendo la confianza de los ciudadanos en este.
Para alcanzar lo anterior una de los objetivos que se pretende alcanzar es,  crear un gobierno profesional que cuente con las mejores mujeres y hombres en el servicio público garantizando que los que accedan a la función pública , lo hagan con criterios de idoneidad de experiencia comprobada y de la capacitación necesaria para ejercer el cargo, en este punto acepto se deben buscar los mecánicos necesarios para disminuir o eliminar en lo posible la colocación de personas en el gobierno de turno, por favores políticos, sin tener la experiencia y la capacidad para desempeñar su labor.
También en esta ley se propone  la transformación o eliminación de Ministerios para evitar duplicidad de funciones o falta de competencia, lo que es importante para el uso eficiente de los recursos públicos.
Con respecto a la ley de Control Interno, si ésta establece una incompatibilidad entre Administración activa y fiscalización y control, no deberían las auditorías internas ejecutar labores de asesoramiento por ser esta una función típica de la Administración activa, por lo más sano es que las labores de asesoramiento sean eliminadas  de la normativa de la ley de Control Interno, por ser incompatibles con las competencias y funciones de una auditoría interna.
Se propone una reforma a la ley de contratación administrativa en el artículo 46, la cual indica que los saldos disponibles de las asignaciones presupuestarias caducan al 31 de diciembre de cada año, dejando sin efecto el anterior, permitiendo comprometer esos fondos para ser ejecutados dentro de los siguientes seis meses del año siguiente, lo que ayudaría al manejar de los  presupuesto con mayor ágilmente.
Finalmente en el artículo 85,  “Integración de la Secretaria Técnica” dentro de los miembros no se incorporan Ingenieros ambientales, el cual reúne las competencias para pertenecer a la Secretaria Técnica. 
En el artículo 104 “Integración del tribunal Ambiental Administrativo “. Dentro de los miembros están los ingenieros ambientales.
8. La Secretaría del Consejo Institucional recibió las observaciones al Proyecto de Ley  “Competitividad del Estado Costarricense”, elaboradas por la Ing. Nancy Hidalgo, el 8 de setiembre de 2010, que indican:
“El proyecto en su introducción plantea que para lograr la gobernabilidad y un buen gobierno es necesaria la eficiencia, entendida como el logro de los objetivos en forma transparente y sin dispendio de recursos; la eficacia, entendida como el logro de los objetivos manteniendo la estabilidad y la credibilidad en las instituciones y el sistema político; y la legitimidad, en el sentido de que la ciudadanía reconoce el derecho de los gobernantes a ejercer el poder y la autoridad, y se identifica con las instituciones del Estado, siempre que ellas estén sujetas a ciertos límites establecidos de antemano y respeten las reglas del juego. Sin embargo, en su mayoría, el planteamiento para lograr esa gobernabilidad y buen gobierno no lleva a la eficiencia, ni a la eficacia y menos a la legitimidad, dado que plantea una concentración de poder en unos cuantos ministros, que se dedicarían a decidir sobre todo los temas nacionales. Se logra un fuerte fortalecimiento de feudos, en contrario con el análisis que se hace en la introducción, en el sentido de que la ley busca eliminar feudos que concentran el poder. Un claro ejemplo de esto es, específicamente en el caso de la Comisión Nacional de Gestión de la Biodiversidad, se pasa de un modelo participativo, de muchos sectores a una concentración en unos pocos ministros. Reduciendo al mínimo el control político de la sociedad y la transparencia que se asegura con el modelo actual. Lo mismo sucede en la mayoría de las reformas a la constitución de las juntas directivas propuestas.
1. En la misma introducción se señala que la modificación de la estructura de los órganos desconcentrados, busca reordenar la conformación de las juntas directivas de los ochenta y un órganos de este tipo que están adscritos a los dieciocho ministerios, con el fin de darle gobernabilidad a estos órganos y que el ministro respectivo pueda llevar a cabo la labor gubernativa de coordinación efectiva, sin que estos se conviertan en feudos de poder aislados de la Administración Pública. La propuesta busca darle la espalda a los sectores que han participado hasta la fecha, especialmente en el caso de la CONAGEBIO. Reduciendo la participación de los sectores involucrados en los diferentes temas y concentrando la información y la toma de decisiones entre un grupo restringido. 
2. Se indica que en el caso de los órganos en donde la representación externa al Gobierno es necesaria o conveniente, se establece la posibilidad que las organizaciones interesadas puedan nombrar representantes suyos que asistan a las sesiones del órgano colegiado, con voz pero sin voto. Sin embargo en algunos casos, es el propio ministro el que finalmente nombra al representante de los sectores no gubernamentales, disminuyendo la libertad de los sectores de designar a sus representantes. Esto sin considerar que su participación queda reducida a solamente poder opinar, sin derecho al voto.
3. En el Artículo 4 de la propuesta se modifican los Artículos 1 y 16 de  la Ley de la Oficina Nacional de semillas, N°6289, de 4 de diciembre de 1978 y sus reformas. En el Artículo 1, se elimina la frase: “La Oficina contará con independencia en su funcionamiento operativo…”. Además, en al Artículo 16,  se aumenta a dos, los representantes del Ministerio de Agricultura en la junta directiva. Esta concentración de poder y control del Ministro del ramo, amenaza el manejo de un tema tan delicado como las semillas. Es un material muy amenazado por los convenios internacionales y los gobiernos no han demostrado ningún interés de favorecer el rescate y conservación de las semillas criollas, si a eso se suma una concentración de la toma de decisiones en unas cuantas personas, se podría aumentar la amenaza. Las instancias involucradas  no han cumplido su función de defensa de los intereses de los productores nacionales, más bien han mantenido una posición de defensa de los intereses de las transnacionales productoras de semillas, sin embargo, el mantener la independencia de la Oficina podría permitir, que los productores nacionales demanden apoyo a sus luchas por conservar las semillas criollas. Si se elimina esa independencia hay menos esperanza de ser escuchados en alguna institución. 
En el Artículo 35 se modifican los artículos 83, 84, 85, 88, 104, 105 y 111, y se deroga el artículo 90 de la Ley orgánica del ambiente, N.° 7554, de 4 de octubre de 1995, y sus reformas. En el nuevo Artículo 83 de la Ley Orgánica del ambiente, se elimina la personería jurídica instrumental de la Secretaría Técnica Ambiental. A pesar de contar con ese tipo de personería, no se ha defendido claramente los intereses de todos los costarricenses, bajo un esquema de mayor dependencia del Ministerio, la defensa del ambiente en el futuro, dependerá de la posición personal del ministro o viceministro del ramo, qué tan comprometido esté con el ambiente o con los intereses económicos. De nuevo es concentración de poder en unos cuantos. 
El nuevo Artículo 84, se usa el adjetivo “suficiente”, para referirse al fundamento jurídico y técnico necesario para acoger una denuncia por parte de la SETENA. La subjetividad que ese adjetivo conlleva puede resultar peligroso, cuando los intereses económicos están rondando al tema ambiental en cuestión, como ya ha sucedido en nuestro país. Debería aplicarse el principio precautorio, ante la duda es mejor ser cuidadoso e investigar. La denuncia sí debe ser fundamentada pero hablar de “suficiente fundamento” es muy subjetivo en materia tan delicada. Además, en ese mismo nuevo artículo se indica que las inspecciones de campo de la SETENA, para emitir acuerdos, podrían ser sustituidas por un montaje en fotografía aérea o satelital o un anexo fotográfico. Podría resultar peligrosa, la eliminación de la visita de campo, sobre todo si las pruebas las aporta el mismo interesado o denunciado. 
El nuevo Artículo 85 modifica la composición de la SETENA, señala que estará compuesta por un representante del MINAET y seis personas nombradas por el Ministro de ese ministerio. La eliminación de la participación de los otros ministerios o instituciones solo busca concentrar poder en personas afines al ministro. Se debilita el aporte técnico que debe buscarse en este órgano cuyo carácter está plasmado en su nombre, Secretaría Técnica Nacional Ambiental. 
Para continuar con la línea de concentrar el poder en manos del ministro, en el nuevo Artículo 104 de la Ley Orgánica del ambiente, se modifica el nombramiento de los miembros del Tribunal Ambiental Administrativo, el cual queda en manos de dicho ministro. El empoderamiento de los feudos es la razón primordial de esta propuesta. Se pasa de seis miembros a diez, cinco propietarios y cinco suplentes, y el nombramiento es por cuatro años en vez de seis. Diez amigos que por cuatro años tienen asegurado un puesto. Además se elimina el requisito existente actualmente, de garantía de imparcialidad y acierto en el desempeño de sus funciones.
El nuevo Artículo 111 cambia las competencias del Tribunal y restringe la competencia de conocer y resolver denuncias por violaciones o denuncias referentes a comportamientos activos u omisos contra la legislación que tutela el ambiente y los recursos naturales, solamente en los casos en que la SETENA no haya intervenido. Es decir si el caso pasó por la SETENA, el Tribunal no puede actuar. Se pierde la posibilidad de control que actualmente tiene el Tribunal ante casos que históricamente se ha demostrado que representan amenazas, a pesar de contar con los permisos. Además la fijación de las indemnizaciones queda en manos de SETENA, el Tribunal se limita a comunicarlas. Se establece que las resoluciones del Tribunal pueden ser apeladas ante el ministro, anteriormente se agotaba la vía administrativa en el Tribunal. Más poder para el ministro en materia tan delicada como es esta y la historia ha demostrado amenazas reales con disposiciones como esta.
4. El Artículo 36 del Proyecto modifica los artículos 15, 24 y 25 de la Ley de biodiversidad, N.° 7788, de 30 de abril de 1998, y sus reformas, e introduce a esta un artículo 10 bis. 
El nuevo Artículo 15 modifica la composición de la Comisión Nacional de Gestión de la Biodiversidad, pasando de un grupo donde participan 7 sectores diferentes y tres ministros a un grupo de los tres ministros y una persona designada por el Ministro de ambiente. La participación de esos sectores, entre los que se incluye la Mesa campesina, la Mesa indígena, Fecon y Conare, ha demostrado la importancia de que la ciudadanía participe en el control y manejo de la biodiversidad nacional. 
Conagebio con su composición actual, favorece la construcción de consensos en una materia tan importante como la biodiversidad. Esto, puede servir también como un mecanismo preventivo de conflictos puesto que los principales actores tienen presencia en esta Comisión. Hasta el día de hoy, CONAGEBIO ha funcionado bien y según el criterio de la 
misma, su composición no debe tocarse. No conocemos si existe algún 
estudio de parte del Poder Ejecutivo que brinde algún tipo de fundamento 
para realizar esta propuesta que vemos no corresponde a su fortalecimiento.
Desde la Cumbre de Río hasta nuestros días, se estableció la importancia de la participación ciudadanía en el manejo de la biodiversidad. Nuestro país ha sido ejemplo de eso, desde la forma como se generó la Ley de Biodiversidad, con una amplia participación de diversos sectores, los cuales mantienen su representación en la Conagebio. Eliminar la opinión de esos sectores y concentrar las decisiones en tres ministros, el director ejecutivo del SINAC y una persona nombrada por el ministro es una puñalada al proceso participativo y responsable que los diferentes sectores han conservado desde el origen de la Ley. La biodiversidad es materia de todos, su reguardo debe ser transparente y abierto a la participación ciudadana. Los procesos internacionales alrededor de este tema fomentan la participación amplia y Costa Rica no puede apartarse de ese principio. Esta propuesta va en contra de lo establecido en la Ley de Biodiversidad, la cual establece en su Artículo 10 la necesidad de que los sectores privados y públicos deben unir esfuerzos para lograr una adecuada protección y manejo de los elementos y recursos genéticos de la biodiversidad y el conocimiento asociado. Inclusive, la misma Constitución política establece el deber del Estado y de los administrados de proteger el ambiente. Negar la participación de diversos sectores en la definición de las acciones que llevan a conservar y manejar adecuadamente la biodiversidad, entorpece ese deber ciudadano. De nuevo el poder concentrado en unos cuantos ministros.
Los nuevos Artículos 24 y 25 modifican la integración del Consejo Nacional de Áreas de Conservación y sus funciones. El poder se concentra en el ministro, quien designa al representante de los directores de las áreas de conservación y al representante de los consejos regionales, actualmente todos los directores tienen un puesto y los consejos tienen un representante cada uno, que ellos mismos designan. Se reduce la participación y se concentra el derecho de designar en una sola persona, el ministro. Las nuevas funciones propuestas limitan el accionar del Consejo Nacional a ejercer solo una función de recomendación al ministro, mientras que actualmente es el encargado de definir y aprobar esas estrategias. Específicamente, en el caso de la estrategia nacional para la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad, su elaboración debe ser coordinada con la Conagebio y además debe ser ampliamente consultada con la sociedad civil y coordinaba debidamente con todo el sector público, sin embargo, con la modificación propuesta, la función de la Comisión se limita a elaborarla y proponerla al ministro. Se mantiene el requisito de la consulta pero no queda claro si una vez elaborada con amplia consulta será respetado el producto final, o al pasar a manos del ministro, este puede cambiar lo consultado y decidir finalmente qué aprobar. Además la reforma es confusa porque no aclara cuál es la función de la Conagebio en este nuevo escenario, al quedar eliminado el párrafo de coordinación entre ambas instancias. En la Ley de biodiversidad se conserva la función de la Conagebio de elaborar la estrategia nacional.
En relación con el nuevo Artículo 10 bis que se propone para la Ley de Biodiversidad, se crea un Fondo Nacional para alcanzar los fines de la misma. La propuesta no aclara el funcionamiento de este fondo y su relación con los fondos que actualmente financian esta Ley. 
5. El Artículo 78  de la propuesta en su inciso a) plantea una reforma a los artículos 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8 y 9 de la Ley orgánica del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, N.° 7152, de 5 de junio de 1990, y sus reformas. Fundamentalmente se propone el cambio de nombre del Ministerio, sin embargo se arrastra el error de no actualizar las instancias adscritas al mismo a lo largo del tiempo y se mantiene la lista obsoleta presente en la ley vigente. 
6. El Artículo 78  de la propuesta en su inciso b) plantea una reforma al Artículo 97 del Código de Minería, Ley N.° 6797 de 4 de octubre de 1982 y sus reformas. El nuevo Artículo 97 que se propone, elimina el anterior que establecía que los titulares de un permiso de exploración o de una concesión de explotación, están obligados a cumplir con todas las normas y requisitos legales y reglamentarios, sobre la contaminación ambiental y la recuperación de los recursos naturales renovables y sobre las especificaciones y obligaciones relacionadas con la protección del ambiente, que se señalen en la resolución de otorgamiento y en esta ley. El nuevo texto señala nuevas funciones de la Dirección de Geología y Minas y elimina la obligación de las empresas de respetar las normas ambientales. Dentro de las nuevas funciones de la Dirección se señala la de fomentar y defender el desarrollo de la minería nacional, sin hacer distinciones de cuál tipo de minería se va a fomentar y defender. Anteriormente se establecía la función de fomentar la minería ahora se amplía a su defensa. La Dirección le recomienda al ministro el otorgamiento de los permisos y concesiones mineras, no los otorga directamente, concentrando el poder en el ministro. El Código de minería requiere una revisión integral y  no reformas parciales que introducen contradicciones y vacíos a las normas vigentes. 
7. El Artículo 78  de la propuesta en su inciso c) plantea la introducción de un nuevo Artículo 97 bis al Código de Minería, Ley N.° 6797 de 4 de octubre de 1982 y sus reformas. Este nuevo Artículo crea dos órganos, uno deliberativo y otro ejecutor. El órgano deliberativo, llamado Consejo Asesor de Minería y es el encargado de fomentar y defender la minería, elaborar la política minera, reglamentar las condiciones de trabajo, calcular las rentas que se generan de la actividad y recomendar las concesiones al ministro. Al analizar la propuesta de integración de este órgano deliberativo, surgen serias dudas porque se sugiere que lo conformen personas que provienen de los sectores ligados a la actividad minera, públicos y privados. Cómo materia tan delicada se deja en manos de los mismos interesados, que no han demostrado mucho interés en anteponer el bienestar ambiental del país a sus intereses económicos. 
8. En el Capítulo XIV, Artículo 123 de la Propuesta, se proponen modificaciones a la jurisdicción constitucional, modificando los artículos 41 y 96 inciso b), y agrega un párrafo cuarto al artículo 51 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, N.° 7135, de 11 de octubre de 1989 y sus reformas. La reforma al Artículo 41 introduce una modificación para impedir que la interposición de un amparo provoque la suspensión de los actos concretos impugnados a menos de que la Sala IV dé audiencia a la Administración recurrida y establezca que el daño por mantener la ejecución sea mayor que el daño por la suspensión. El Artículo vigente actualmente, establece que al existir un amparo se suspenden los actos concretos impugnados a menos de que se determine que es mayor el daño si se suspenden que si continúan.  Se elimina el párrafo que dice que La Sala IV podrá, por resolución fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que se hubieren dictado. Especialmente, en materia ambiental la no suspensión de los actos podría generar consecuencias graves mientras se logra determinar si se debe suspender o no el acto.
El párrafo que se agrega al Artículo 51 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, establece que si un amparo fuese desestimado en sentencia, el recurrente será condenado al pago de ambas costas. El propósito de esta reforma planteado en la introducción indica un afán por desestimular la presentación de amparos, lo cual atenta contra la participación ciudadana y el ejercicio de derechos fundamentales.
La reforma al inciso b del Artículo 96 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, amplía el número mínimo de legisladores que deben participar en el planteamiento de consultas de constitucionalidad. El número pasa de 10 diputados a 19. Esto dificulta el accionar de los minoritarios y facilita el camino a las fracciones mayoritarias, en claro favorecimiento de unos grupos sobre otros, lo cual atenta con el principio de igualdad y contra la equidad en la participación política. 
9. La propuesta elimina la participación de CONARE en varias juntas o consejos donde ha participado de forma responsable, resguardando los intereses del pueblo costarricense y de la educación estatal, esto se considera muy inconveniente pues concentra la toma de decisiones fundamentales para el país en unas cuantas personas y elimina la retroalimentación que las universidades estatales han brindado al país.
Por lo tanto, esta propuesta no debe ser aprobada en los términos planteados.
9. La Secretaría del Consejo Institucional recibió una propuesta el 8 de setiembre de 2010, sobre el Proyecto de Ley  “Competitividad del Estado Costarricense”, elaborada por la Ing. Nancy Hidalgo, para que sea elevada al pleno, que incluye la posición de la Lic. Reid, del M.Eng. Juan Carlos Salas, Coordinador CIPA y las propias. 
ACUERDA: 
a. Oponerse a la aprobación del Proyecto de Ley  “Competitividad del Estado Costarricense”, que se tramita bajo el Expediente Legislativo No. 17.623, de conformidad con los criterios citados, en los considerandos 6, 7 y 8 del presente acuerdo.
b. Enfatizar bajo los argumentos de la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa, la necesidad de la consulta de constitucionalidad del presente Proyecto.  
c. Comunicar. ACUERDO FIRME.
La discusión de este punto consta en el archivo digital de la Sesión 2679.
ASUNTOS VARIOS
ARTICULO 17.	Solicitud de Sesión de Trabajo del Consejo Institucional, FEITEC y Consejo de Rectoría.
La señora Nancy Hidalgo presenta el siguiente vario:
Solicitud de sesión de trabajo del Consejo Institucional, FEITEC y Consejo de Rectoría para conocer la propuesta de prioridades para la definición del presupuesto 2011 y uso de recursos para inversión.
Síntesis del Vario:  Dadas las condiciones actuales en cuanto a fondos disponibles es fundamental que se abra la discusión sobre la propuesta de prioridades para la definición del presupuesto 2011 y uso de recursos para inversión de forma conjunta entre el Consejo Institucional, FEITEC y el Consejo de Rectoría.
La señora Grettel Castro suma que la propuesta ya debe estar presentada. Sugiere que la sesión de trabajo sea el próximo martes.
ARTICULO 18.	Encuentro Nacional de Zonas Económicas Especiales 
La señora Bertalía Sánchez informa sobre participación en el “Encuentro Nacional de Zonas Económicas Especiales (Región Huetar Norte, Cartago Osa) y Desarrollo Plan estratégico ZEE-OSA”, a celebrarse en Palmar Sur, Zona Americana), el lunes 4 de octubre del 2010, de 8:00 a.m. a 1:00 p.m.;  señala que el señor Bernal Martínez, informa que el Proyecto cuenta con  los recursos para cubrir los viáticos y hospedaje.
ARTICULO  19.Informe de Prensa 
La señora Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, comunica que se recibió Informe de Prensa, en versión digital , el cual consta en la carpeta de sesiones digitales de la presente sesión; correspondiente a las semanas del 04 al 08 de setiembre, 2010. (Documento adjunto a la carpeta de esta acta).
No habiendo más asuntos que tratar, al ser las dos horas con veinticuatro minutos se levanta la Sesión.
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[Total de Titulos Otorgados: 356 10000

[Total de Graduados: 354 10000
Grado Académi
Diplomado: [ 000
Bachillerato Universitario: 71 4803
Licenciatura: 161 4522
Maestria: 2 618
Doctorado 2 056
TOTAL 358 100
Género.
Hombres: 205 57.91
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Sede Alajuela: 0 0.00
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TITULOS OTORGADOS

CARRERAS DFLOMADG | BACHILLER | LICENCIADG | MAESTRIA | DOCTORADO
H m H m H m H m H M | ToTAL
-Sede Central Cartago.
ADMINISTRACION AGROPECUARIA 2 2 4
ADMINISTRACION DE EMPRESAS 13 | 20 | 24 | 27 1 o4
ING. EN COMPUTACION 36 8 3 4 51
INGENIERIA EN CONSTRUCCION 8 4 12
DISENOINDUSTRIAL, )
INGENIERIA EN DISERO INDUSTRIAL 3 9 12
INGENIERIA EN ELECTRONICA 20 1 21
INGENIERIA FORESTAL 1 1 4 6
INGENIERIA AGRICOLA 11 1 12
INGENIERIA EN MADERAS )
INGENIERIA EN M ETALURGIA 1 1 2 3 7
ING. EN MANTENIM IENTO INDUSTRIAL 24 3 27
ING EN PRODUCCION INDUSTRIAL 15 8 8 1 32
SEGURIDAD E HGIENE OCUPACIONAL 5 5 4 14
EDUCACION TECNICA 10 15 1 2
ENSENANZA DE LA MATEMATICA 4 1 1 3 9
INGENIERIA EN BIOTECNOLOGIA 4 2 6
GESTION DEL TURISMO SOSTENILE 1 2 3
MAESTRIA EN GERENCIA DE PROVECTO: o
Sub-Total: Cartago| 0 ) 79 | 75 [ 106 | 54 | 11 11 ) ) 336
-Centro Académico San José:
ADMINISTRACION DE EMPRESAS 3 8 11
ARQUITECTURA Y URBANISM O 4 1 1 6
SUPERVISION DE PRODUCCION o
PRODUCCION INDUSTRIAL, )
Sub-Total: San José.| 0 ) 7 9 ) 1 ) ) ) ) 17
-Sede Regional de San Carlos:
INGENIERIA EN A GRONOMiA o
ADMINISTRACION DE EMPRESAS )
INGENIERIA EN COMPUTACION 1 1
‘GESTION DE TURISM 0 SOSTENIBLE )
DOC.CIENCIAS NATURALES P/ELDESARR OLLOM 2
Sub-Total: San Carlos| 0 ) 1 ) ) ) ) ) 3
-Otras Sedes:
ADMINISTRACION DE EMPRESAS )
EDUCACION TECNICA )
Sub-Total: Otras Sedes| 0 o o o o o o o o o o
TOTAL GENERAL ) ) 87 | 84 | 106 | 55 | 11 11 1 1 356

(")} A partir de esta graduacion esta Carrera pertenece a la Sede Central

moh™
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2 de setiembre de 2010
OPES-OF-234-2010-S

Doctor
Fernando Herrero Acosta
Ministro de Hacienda

Estimado sefior:

5 En el Articulo 1 del acuerdo firmado por los miembros de la Comisién de Enlace el
27 de agosto de 2009 se indica: “El monto del FEES correspondiente al afio 2010 se establece en
226 211,136 millones de colones.”, y en el punto 3 del Acuerdo para la firma del Convenio FEES
2010-2015, suscrito el pasado 26 de agosto, se estipula: “En los primeros dos afios, el FEES
crecerd una tasa anual real garantizada de 7%, y la tasa garantizada de aumento real para los afios
subsiguientes serd de 4.5% anual. Esto con el objetivo de dotar a las universidades de una garantia
de crecimiento real positivo por encima de la inflacion”.

De conformidad con estas cifras, el monto del FEES para el 2011 asciende a
253 356,472 millones de colones y en el Proyecto de Presupuesto Ordinario de la
Republica para el 2011 entregado el dia de ayer a la Asamblea Legislativa se incluyeron
251 094,20 millones de colones por concepto de FEES, registrandose una diferencia de
2 262,272 millones de colones.

Los sefiores rectores me encomendaron solicitarle que en forma urgente realice las
gestiones correspondientes a fin de incluir el monto faltante para completar el total del
FEES acordado por la Comisién de Enlace para el afio 2011. )/

Le saludo cordialmente,

Jeg/vm/carias*17.1

¢ José Luis Araya Alpizar, Viceministro de Hacienda
CONARE
Archivo
Consecutivo
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